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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES
1) Panorama general 
1. La actividad agropecuaria (incluida la silvicultura) perdió peso relativo en su contribución sectorial al PIB durante el período objeto de examen.  La contribución al PIB del sector agropecuario fue del 8,2 por ciento en 2010, por debajo del 11,3 por ciento señalado en el anterior examen para 2004;  la agricultura y el sector agroindustrial representaron alrededor del 13 por ciento del PIB.  A pesar de esta reducción en su peso relativo, el sector agropecuario sigue siendo fundamental al emplear, con inclusión de la pesca, al 11,5 por ciento de la población activa.  Los principales productos agropecuarios son:  el ganado bovino;  las semillas oleaginosas (soja);  la leche;  los productos de la silvicultura;  y los cereales (principalmente trigo y arroz).

2. La estrategia agropecuaria del Uruguay para el período 2011-2015 apunta a potenciar la competitividad agropecuaria y agroindustrial y lograr un desarrollo sostenible desde el punto de vista de la integración social y la preservación del medio ambiente.  Se busca crear "nichos" de mercado de alto valor, diferenciándolos de los mercados tradicionales de productos básicos. 

3. La protección arancelaria para productos agrícolas es levemente superior a la de los productos no agropecuarios, con un promedio del 9,6 por ciento en 2010.  Algunos rubros, principalmente productos agroindustriales tales como los preparados de alimentos, las bebidas y el tabaco gozan de una protección arancelaria mayor.

4. No se aplica en general impuestos a las exportaciones de productos agrícolas, ya que dicho tipo de impuesto está prohibido por la Ley No 17.780, de 27 de mayo de 2004.  La excepción, prevista en la propia ley, la constituyen las exportaciones de cueros crudos, salados, piquelados y wet-blue, las cuales están sujetas a un impuesto a la exportación del 5 por ciento.

5. El sector manufacturero representa un 13 por ciento del PIB en 2010;  las principales industrias que lo componen son:  alimentos, bebidas y tabaco;  industrias químicas;  textiles, vestimenta y cuero;  papel e imprentas;  y productos metálicos, maquinaria y equipo.  La política del sector manufacturero está encaminada a lograr el aumento del valor agregado nacional en una producción industrial sostenible, y a la mejora continua de la eficiencia de los sistemas productivos y de la calidad de los productos. 

6. El sector de los servicios sigue siendo el más importante en términos de su contribución a la economía uruguaya, al representar el 57,7 por ciento del PIB (a precios corrientes) en 2010 y el 67 por ciento del empleo total.  Los servicios inmobiliarios y servicios prestados a empresas son el subsector más importante, seguido del comercio, restaurantes y hoteles, y el transporte, almacenamiento y comunicaciones.  La participación privada en el sector de los servicios ha crecido considerablemente en los últimos años.

7. El mercado de las telecomunicaciones continuó creciendo en el período examinado, especialmente en los segmentos de telefonía móvil y de Internet de banda ancha, realizándose importantes inversiones que han permitido al Uruguay alcanzar niveles de teledensidad y penetración de Internet entre los más altos de América Latina.  El grado de competencia en el sector varía entre los distintos segmentos del mercado.  El Estado sigue ejerciendo un monopolio de jure en el caso de la telefonía fija en todo el territorio nacional a través de la empresa Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL).  Existen varios prestadores de servicios de telefonía de larga distancia internacional y de transmisión de datos.  La telefonía móvil está abierta a la competencia.  Los operadores pueden fijar libremente las tarifas de los servicios de telecomunicaciones, a excepción de las tarifas de comunicaciones nacionales de telefonía fija que requieren aprobación del Poder Ejecutivo.  

8. Durante el período objeto de examen, el sector financiero del Uruguay siguió creciendo y fortaleciéndose.  Los bancos están bien capitalizados y presentan altos niveles de liquidez.  La solidez del sistema financiero uruguayo le permitió sortear la reciente crisis financiera global sin consecuencias graves.  Durante este período, el sector fue objeto de continuas reformas, que incluyen cambios en la gestión de los bancos públicos y la restructuración de uno de ellos, así como avances en la regulación y supervisión prudencial del sistema bancario.  

9. Entre las reformas legales más importantes en el sector financiero durante el período examinado destaca la adopción de la nueva Carta Orgánica del Banco Central del Uruguay (BCU) en 2008, que modificó la estructura del banco y creó la Superintendencia de Servicios Financieros (SSF) como ente encargado de regular y supervisar las actividades de todas las instituciones del sector financiero, incluidos los bancos públicos.  La creación de la SSF está llamada a facilitar la supervisión de los conglomerados financieros.  En 2008 fue derogada la disposición que limitaba el número de autorizaciones para el funcionamiento de nuevos bancos.  Para instalarse en el Uruguay, los bancos deben organizarse como sociedades anónimas uruguayas o como sucursales de bancos extranjeros.

10. El mercado de seguros del Uruguay está conformado por la empresa estatal Banco de Seguros del Estado (BSE) y 15 compañías privadas, la mayor parte de ellas subsidiarias de empresas extranjeras, que operan en diferentes ramas de actividades.  Las empresas aseguradoras deben establecerse en el Uruguay como sociedades anónimas.  No existen límites a la participación extranjera en compañías nuevas o existentes.  La contratación de seguros que estén relacionados con riesgos en el territorio uruguayo debe ser efectuada a través de empresas instaladas en el Uruguay.  

11. Desde noviembre de 2006, la Autoridad Aeronáutica puede autorizar a empresas extranjeras la realización de servicios aéreos internos (cabotaje), siempre que los mismos derechos sean otorgados a empresas uruguayas en reciprocidad.  La explotación de toda actividad comercial aérea, incluso el establecimiento de una agencia o representación para la venta de pasajes, requiere de concesión o autorización.  No se aplican restricciones a la participación privada nacional o extranjera en la provisión de servicios auxiliares como los de mantenimiento y reparación de aeronaves, los cuales pueden contratarse en el extranjero.  La propiedad de los aeropuertos está en manos del Estado pero la ley permite que su administración se entregue en concesión.  

12. En el sector de transporte marítimo, la ley dispone que la navegación y comercio de cabotaje queden reservados a los buques de bandera uruguaya, aunque se permite aplicar preferencias basadas en el principio de reciprocidad.  A mediados de 2011, el Uruguay sólo aplicaba preferencias de carga al tráfico bilateral de pasajeros con la Argentina y al tráfico de carga con el Brasil.  Los servicios portuarios son proporcionados por operadores privados bajo concesiones otorgadas por el Estado, que es el propietario de los puertos.  

13. El turismo es un sector que está recibiendo un tratamiento prioritario en el Uruguay, como lo evidencia la formulación de un Plan Nacional de Turismo Sostenible 2009-2020, y la política de incentivos de la que se beneficia el sector.  Aparte de los incentivos previstos por la Ley de Promoción Industrial y la Ley de Inversiones, el sector goza de beneficios tributarios específicos.
2) Agricultura, ganadería y elaboración de alimentos (incluida la silvicultura)
i) Características, objetivos y marco institucional

14. La contribución de la agricultura al PIB (incluidas la ganadería y la silvicultura) fue del 8,2 por ciento en 2010, por debajo del 11,3 por ciento señalado en el anterior examen para 2004;  la agricultura y el sector agroindustrial representaron alrededor del 13 por ciento del PIB, mientras que la agricultura, ganadería, y pesca emplearon al 11,5 por ciento de la población activa.  Los principales productos agropecuarios son:  el ganado bovino;  las semillas oleaginosas (soja);  la leche;  los productos de la silvicultura;  y los cereales (principalmente trigo y arroz).  
15. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP) tiene a su cargo la formulación y aplicación de la política en el sector agropecuario.  La Ley No 18.126, de 12 de mayo de 2007, creó el Consejo Agropecuario Nacional, compuesto por representantes del MGAP, el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP), tres representantes del Congreso de Intendentes, los presidentes del Instituto Plan Agropecuario (IPA), el Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA), el Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI), el Instituto Nacional de Semillas (INASE) y el Instituto Nacional de Carnes (INAC), un representante del Instituto Nacional de Colonización, un representante de la ANEP (Consejo de Educación Técnico Profesional) y un representante de la Universidad de la República, vinculado a la docencia en temas agropecuarios.  Además, el MGAP participa en los Gabinetes Productivo, de la Innovación y de la Bioseguridad, junto con los demás Ministerios involucrados y la OPP, como ámbito de coordinación en el diseño de las políticas públicas y articulación con el sector privado.
16. Diversas direcciones del MGAP son responsables por las diferentes áreas de política agropecuaria.  La Dirección General de Recursos Naturales Renovables (RENARE) es el ente responsable de promover el uso y manejo racional de los recursos naturales renovables, con la finalidad de lograr el desarrollo sostenible del sector agropecuario y coadyuvar a la conservación de la diversidad biológica.  Para lograr esto la RENARE formula la estrategia nacional sobre el uso y manejo sostenible de los recursos naturales renovables.  LA RENARE es también responsable por controlar el cumplimiento del marco regulatorio de las actividades relacionadas con el uso y manejo de los recursos naturales renovables, en particular los suelos, y de algunos  insumos tecnológicos como fertilizantes e inoculantes, y formular la normativa en materia de trazabilidad de algunos insumos tecnológicos.  La Dirección General de Servicios Agrícolas (DGSA) es el servicio del MGAP que actúa como organización nacional de protección fitosanitaria en el Uruguay.  La misión de la DGSA es organizar, desarrollar, y ejecutar las políticas fitosanitarias y de calidad vegetal, de calidad e inocuidad de los alimentos vegetales, de calidad y control de insumos agrícolas, de alimentos para animales y productos vegetales de facilitación y ordenación de la comercialización de granos.  

17. La Dirección General de Servicios Ganaderos (DGSG) es responsable de orientar, administrar y ejecutar las  políticas de salud animal, así como de garantizar la condición higiénico-sanitaria de los alimentos y los productos de origen animal.  Las funciones de la DGSG también incluyen el establecer las bases técnicas para formular y actualizar el marco jurídico-regulatorio de las actividades vinculadas a salud animal, salud pública veterinaria, protección de alimentos y productos de origen animal, y mantener el Sistema Nacional de Información Ganadera.  La DGSG es también responsable de controlar y certificar las condiciones sanitarias e higiénico-sanitarias de importación y exportación de animales, material genético, productos de origen animal e insumos de uso en salud y producción animal.  La Dirección General de Desarrollo Rural (DGDR) tiene la responsabilidad de liderar el diseño y la implementación de las acciones de política de desarrollo agropecuaria, entre ellas, políticas diferenciales para la inclusión equitativa y sostenible de la producción familiar en las cadenas productivas de base agropecuaria.

18. La Oficina de Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) es la responsable de asesorar a las jerarquías ministeriales en el plano micro y macro económico para el diseño de políticas públicas dirigidas a los sectores agropecuario, agroindustrial y pesquero y en las políticas de manejo, conservación y desarrollo de los recursos naturales renovables.  Asimismo, le corresponden tareas de gestión para la implantación de políticas y de aplicación de las normas contra prácticas desleales de comercio en el ámbito internacional.  La Unidad de Asuntos Internacionales tiene la responsabilidad de gerenciar, política y técnicamente, la negociación internacional sobre comercio en las cadenas productivas de base agropecuaria.  La Dirección de Investigaciones Económicas Agropecuarias (DIEA) tiene a su cargo las tareas de generación de estadísticas básicas del sector agropecuario.  La DIEA también ha emprendido, como objetivo adicional, la planificación y difusión de las estadísticas elaboradas por distintas reparticiones del MGAP, sumando esfuerzos para el logro de la integración del Sistema de Información del Ministerio.
19. Existen además una serie de personas jurídicas de derecho público no estatal, especializadas en diferentes sectores o rubros de la actividad agropecuaria, como e1 Instituto Nacional de la Carne (INAC), el Instituto Nacional de Colonización (INC), el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria (INIA), el Instituto Nacional de la Leche (INALE), el Instituto Nacional de Semillas (INASE), el Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI), el Instituto Plan Agropecuario (IPA), y el Secretariado Uruguayo de la Lana (SUL), las que constituyen la institucionalidad agropecuaria ampliada.  De las entidades antes mencionadas, cabe destacar la creación durante el período objeto de examen de dos institutos: el Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera (FFDSAL), creado por la Ley No 18.100, de 7 de marzo de 2007 y el Instituto Nacional de la Leche (INALE), establecido por la Ley No 18.242, de 27 de diciembre de 2007, el cual asesora al Poder Ejecutivo en materia de política lechera.

20. También existen comisiones sectoriales u otros entes interministeriales, como la Comisión Sectorial del Arroz, creada por el Decreto No 1.094/73 en 1973 y modificada por el Decreto No 96/85, de 1° de marzo de 1985.  La comisión asesora al Poder Ejecutivo a través de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en todo lo relativo a producción, abastecimiento, industrialización, comercialización, exportación, tenencia de tierra, riego, represas y demás aspectos vinculados con el arroz.
  

21. Las políticas públicas agropecuarias en el período 2011-2015 se encuentran incluidas en los Lineamientos Políticos de la Institucionalidad Agropecuaria preparados por el MGAP.  En general, la estrategia del MGAP apunta a potenciar la competitividad agropecuaria y agroindustrial logrando un desarrollo sostenible desde el punto de vista de la integración social y la preservación del medio ambiente.  En la visión del MGAP no se busca incrementar solamente la competitividad estática de la producción primaria, sino crear "nichos" de mercado de alto valor, diferenciándolos de los tradicionales mercados de productos básicos.  La estrategia implica el mejoramiento tecnológico permanente de las actividades primarias y la mejora gradual del perfil de exportaciones mediante innovaciones continuas en productos, procesos y actividades.  También se incluye como objetivo estratégico del MGAP desarrollar planes de contingencia, de adaptación y mitigación del cambio climático y de desarrollo de nuevas capacidades tecnológicas.  Para lograr los resultados deseados la estrategia busca el fortalecimiento de las capacidades e infraestructura operativa del MGAP, así como conseguir una mayor coordinación y complementariedad entre los organismos que conforman la institucionalidad agropecuaria.  También se busca poner en marcha prácticas que aseguren la sostenibilidad en el uso y manejo del suelo en las cadenas productivas y mejorar la gestión productiva del agua e incrementar la superficie agrícola con riego.  
22. Otro aspecto importante de política durante el período examinado ha sido, dentro de un marco global general, el buscar una descentralización en el diseño y la implementación de las políticas agropecuarias, a través, por ejemplo, de la Ley No 18.126, de 22 de mayo de 2007, de Descentralización y Coordinación de Políticas Agropecuarias con Base Departamental.  

23. En el plano internacional, el Uruguay ha continuado buscando una diversificación de productos y mercados y un mejor acceso a sus mercados tradicionales de exportación a fin de aumentar sus corrientes de intercambios.   

ii) Instrumentos de política

a) Medidas en frontera

24. Si se excluye la agro industria, y se toma la definición CIIU de agricultura (incluida la ganadería), el arancel NMF medio para el sector agropecuario se sitúa en el 6,8 por ciento (capítulo 111 de la CIIU) en 2011.  La protección arancelaria de los productos agropecuarios según definición de la OMC fue del 9,6 por ciento en 2011.  La protección fue mayor al promedio para los productos lácteos (18,2 por ciento),  bebidas y líquidos alcohólicos (17,1 por ciento);  las preparaciones alimenticias (14,8 por ciento);  café, té, cacao, y azúcar (13,7 por ciento);  tabaco (11,7 por ciento);  y frutas, legumbres y hortalizas (10,3 por ciento).  La protección fue menor a la media para flores cortadas y plantas (5,3 por ciento);  cereales (6,6 por ciento);  y semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos (8,3 por ciento).  No se emplean contingentes arancelarios.  Se requieren licencias para la importación de aceites, ácido acético y azúcar.   

25. Los impuestos a las exportaciones están prohibidos por la Ley No 17.780, de 27 de mayo de 2004, con la excepción de las exportaciones de cueros crudos, salados, piquelados y wet-blue (partida SA 4101 y subpartidas SA 4104.11 y 4104.19), las cuales están sujetas a un impuesto a la exportación del 5 por ciento.  Esta excepción se encuentra reglamentada por el Decreto No 639/006, de 27 de diciembre de 2006, y la tasa vigente del 5 por ciento está establecida en el Decreto No 456/984.  Las exportaciones de arroz con cualquier grado de elaboración y sus derivados estuvieron sujetas a una retención de 5 por ciento sobre su valor f.o.b. entre febrero de 2004 y julio de 2008, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley No 17.633, de 11 de julio de 2003, y por los Decretos No 392/003, de 26 de setiembre de 2003, y No 64/006, de 3 de marzo de 2006.

26. Las exportaciones de carnes de las especies bovina, ovina, suina, equina, de aves y de animales de caza menor, en todas sus formas, excepto conservadas, están sujetas al impuesto para el Fondo de Inspección Sanitaria (FIS), el cual se aplica a una tasa del 1 por ciento sobre el valor f.o.b. de las exportaciones.  El aporte para el FIS se aplica también a la venta en el mercado interno de carne vacuna y ovina de fabricación nacional destinada al consumo y de carne bovina y suina de fabricación nacional destinada a la industria.

27. Las exportaciones de ciertos productos agropecuarios están sujetas a impuestos o gravámenes que se perciben para financiar organismos como el SUL, el INAC y el INIA.  En el caso del financiamiento del SUL, se aplica una tasa que varía entre el 0,30 por ciento y el 3 por ciento del valor f.o.b. de las exportaciones de lanas y que depende del contenido en términos de lanas sucias, en los distintos estados y transformaciones.
  Para el financiamiento del INAC se carga una tasa del 0,6 por ciento sobre el precio f.o.b. neto de las exportaciones de carne de las especies bovina, ovina, porcina, de aves y equina, sus menudencias, subproductos y productos elaborados en base a carnes y subproductos.  Para financiar el INIA se aplica un impuesto, de 4 por mil, a las exportaciones en estado natural y sin proceso de transformación de productos hortícolas, frutícolas, citrícolas y de flores y semillas. 
28. El Uruguay asumió compromisos referentes a sus subvenciones a la exportación para algunos productos agropecuarios:  arroz;  mantequilla;  y tortas de semillas oleaginosas.  El Uruguay notificó al Comité de Agricultura de la OMC, a través de diversas comunicaciones, que en los años civiles 1995-2010 no se aplicaron subvenciones a la exportación de esos productos. 

b) Medidas internas

29. La renta de las actividades agrícolas está gravada por el Impuesto a la Rentas de las Actividades Económicas (IRAE), establecido por la Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006, y el Decreto No 150/007, de 26 de abril de 2007.  Se gravan únicamente las rentas de fuente uruguaya, a una tasa del 25 por ciento.  El IRAE sustituyó al Impuesto sobre la Renta Agropecuaria (IRA), que se aplicaba con una tasa del 30 por ciento sobre la renta neta fiscal del ejercicio.  

30. Los productos agropecuarios están gravados también por el Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA), cuya tasa máxima varía, según el producto, entre el 1,5 y el 2,5 por ciento y se aplica sobre la primera enajenación realizada por los productores a contribuyentes del IRAE de diversos bienes tales como lanas y cueros, ganado en pie, granos, leche, productos derivados de la avicultura, apicultura y cunicultura, flores y semillas, frutas y verduras, productos citrícolas, y productos derivados de la ranicultura, helicicultura, cría de ñandú, cría de nutrias y similares.  También están gravadas por el IMEBA las exportaciones realizadas por los productores y la manufactura o afectación al uso propio realizado por los contribuyentes del IRAE.  Las tasas máximas son: del 2,5 por ciento para lanas, cueros y ganado bovino y ovino;  del 2 por ciento para los cereales y oleaginosas, la leche y los productos citrícolas;  y del 1,5 por ciento para los demás bienes sujetos al IMEBA.  El pago del IMEBA puede ser considerado impuesto definitivo en sustitución del IRAE o como adelanto a cuenta del IRAE.

31. La enajenación de la lana, cueros, ganado en pie, cereales y oleaginosas, productos derivados de la avicultura y apicultura, leche y productos de origen forestal y la exportación en estado natural y sin proceso de transformación de productos hortícolas, frutícolas, citrícolas y de flores y semillas y está gravada por un impuesto adicional del 0,4 por ciento, creado por la Ley No 16.736, de 5 de enero de 1996, cuya recaudación se destina al financiamiento del INIA.  Se aplica además otro impuesto adicional del 0,2 por ciento a la enajenación de lanas y cueros, ganado bovino y ovino, y cereales y oleaginosas destinado a la Comisión Honoraria pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre. 
32. Los productos agropecuarios en estado natural están sujetos además a un régimen de IVA en suspenso (gravados a tasa cero), lo que permite recuperar el IVA Compras que integre al costo directo o indirecto de los productos comercializados (esto para los contribuyentes de IRAE en el sector agropecuario.)  Cuando el producto agropecuario se transforma o cambia su naturaleza queda gravado por el impuesto a la tasa básica (22 por ciento).  Esto  tiene una excepción, constituida por el régimen que grava las frutas, hortalizas y flores, en cuyo caso el productor agropecuario factura a la tasa básica del 22 por ciento, teniendo un crédito fiscal por dicho impuesto y pudiendo deducir el impuesto de sus compras.  La importación de estos productos está gravada a la misma tasa.  Sin embargo, dichos bienes están gravados a la tasa mínima del 10 por ciento en la última etapa o sea en la venta al consumidor final.  Los productos agroindustriales que están gravados a la tasa del 10 por ciento son la carne, la harina de cereales, el arroz, el aceite, el azúcar, la yerba mate, y las grasas comestibles, entre otros, por ser considerados artículos que integran la canasta de primera necesidad.

33. Ciertos productos agroindustriales (bebidas alcohólicas, jugos de frutas, cigarrillos y tabaco, maltas) están gravados por el Impuesto Específico Interno (IMESI), aplicándose la alícuota sobre una base específica mínima y un complemento si el precio de  venta real es superior a dicha base específica.  En algunos casos, como para las bebidas alcohólicas y los cigarrillos, las tasas pueden ser elevadas (48 y 70 por ciento, respectivamente). 

34. De acuerdo a lo establecido en la Ley No 18.100, de 9 de febrero de 2007, se creó el Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera (FFDSAL), como persona jurídica de derecho público no estatal, con los siguientes objetivos:  financiar la actividad lechera de los productores para aumentar la producción láctea;  extender la actividad lechera,  diversificar la obtención de productos lácteos;  aumentar la ocupación de mano de obra en el sector;  y afincar grupos familiares en el campo.  Además, se estableció un fondo de hasta 1 millón de dólares EE.UU., destinado a financiar a los pequeños productores de leche, en particular inversiones destinadas al buen manejo de los efluentes y al control de la contaminación de las fuentes de agua en los predios ocupados por dichos productores, así como para cancelar deudas que fueran contraídas para atender los objetivos anteriores.

35. El FFDSAL es un fideicomiso financiero sin patrimonio propio.  La ley dispuso que, a efectos de financiar el FFDSAL se gravara la primera enajenación a cualquier título del litro de leche fluida, efectuada por los productores a una empresa industrializadora de leche que se hallare legalmente habilitada o a cualquier tercero, las importaciones de leche y de productos lácteos en todas sus modalidades, y las exportaciones de cualquier tipo de leche que sean realizadas directamente por los productores.  También se dispuso que se gravara la afectación al uso propio para la manufactura o la enajenación de leche fluida de su propia producción que realicen los contribuyentes del IRAE, excepto en los casos de afectación al uso propio para manufactura que realicen productores artesanales.  El importe a gravar se calcula en base al monto de la retención mencionado en la Ley No 17.582, de 2 de noviembre de 2002 (0,85 pesos por litro), ajustado semestralmente por el Poder Ejecutivo, en función de la variación entre la cotización del dólar.  El importe no puede sobrepasar el 3,5 por ciento del precio promedio de la leche al productor publicado por la OPYPA.  El Fondo es dirigido, administrado y representado por una Comisión Administradora Honoraria compuesta por un representante del MGAP, que la preside, un representante del MIEM, un representante del MEF, un representante propuesto por la industria láctea y dos representantes propuestos por los productores de leche.
36. A partir de la promulgación de la Ley No 17.663, de 11 de julio del 2003, se creó el Fondo  de Financiamiento y Recomposición de la Actividad Arrocera (FFRAA), reglamentada por el  Decreto No 392/003, de 26 de setiembre de 2003.  El objetivo principal establecido en dicha ley fue el abatimiento del endeudamiento del sector y el financiamiento de la actividad productiva.  En 2006 se implementó una segunda etapa de carácter excepcional, con la creación del Fondo de Financiamiento y Recomposición de la Actividad Arrocera II, reglamentado por el Decreto No 64/006, de 3 de marzo de 2006.  La operativa de repago de ambos Fondos se realizó mediante la retención del 5 por ciento del valor f.o.b. de las exportaciones de arroz en cualquier grado de elaboración y sus derivados.  En noviembre de 2007 se canceló de manera definitiva el pago del FFRAA I, comenzando inmediatamente la amortización del FFRAA II, que culminó totalmente en julio de 2008.
37. La legislación uruguaya permite la devolución del IVA si los productos importados están destinados a la producción de máquinas agrícolas y sus accesorios y/o a la producción agropecuaria y de materias primas, en los casos en que los productos nacionales estén también exonerados del IVA.  La maquinaria agrícola se beneficia del régimen de admisión temporaria establecido por el Decreto No 232/991, de 2 de mayo de 1991.  Algunos insumos agrícolas están exentos de aranceles.  El sector agropecuario también puede beneficiarse del régimen de devolución de impuestos indirectos y de tributos a las exportaciones y del régimen de las zonas francas (véase el capítulo III 3) iv)).

38. Durante el período objeto de examen, el Uruguay notificó a la OMC el otorgamiento de ayuda interna para servicios de investigación, divulgación y asesoramiento, lucha contra plagas y enfermedades y servicios de inspección, servicios de comercialización y promoción, pagos en el marco de programas ambientales, que se consideran medidas del "compartimento verde".  También se notificaron subvenciones a la inversión para la agricultura, cuyo valor fue en 2010 de 3.914.955 dólares EE.UU., incluidos los desembolsos del Proyecto Uruguay Rural.  El Uruguay notificó a la OMC que en 2005-2010, su medida global de la ayuda total al sector agropecuario fue inferior al nivel de minimis.  Esta ayuda consistió en la de exoneración de la Tasa Global Arancelaria para insumos agropecuarios, no referida a productos específicos, y representó el 0,71 por ciento del valor de la producción agropecuaria en 2009 y el 0,42 por ciento en 2010.   

39. El Programa de Reconversión y Desarrollo de la Granja (PREDEG), que otorgaba ayuda para frutales de hoja caduca y cítricos, y para la viticultura, dejó de operar en 2006.  Con arreglo al Proyecto Ganadero, se otorgan subvenciones sobre la base de objetivos de eficiencia para la integración vertical y para planes de negocios tendientes a abrir nuevos mercados en el exterior.  Esta ayuda, sin embargo, es limitada y en 2009 ascendió a 399.678 dólares EE.UU.  Mediante la Ley No 17.379, de 26 de julio de 2001, se creó un Fondo de Reconversión del Sector Azucarero;  sin embargo, desde finales de 2005, la asistencia financiera del Fondo de Reconversión se realiza con carácter de préstamo, debiendo los beneficiarios devolver dicho préstamo en la próxima cosecha.  
40. La Ley No 17.503, de 30 de mayo de 2002, creó el Fondo de Reconstrucción y Fomento de la Granja (FRFG), con los siguientes objetivos:  (i) atender las pérdidas en infraestructura y capital de giro de los productores afectados por el tornado del 10 de marzo de 2002;  (ii) promover los seguros agrarios en el subsector granjero,  y (iii) apoyar programas de fomento de la integración horizontal y vertical de la cadena agroindustrial de frutas y hortalizas.  El Fondo se ha financiado con la aplicación del IVA a frutas, hortalizas y flores en las condiciones establecidas en la Ley No 17.503, estableciéndose que ese financiamiento se mantendría hasta el 1º de julio de 2005.  La Ley No 17.844, de 21 de octubre de 2004, prorrogó la vigencia del IVA a la comercialización de frutas, flores y hortalizas hasta el 1º de julio de 2015, y que lo recaudado sirviera como fuente de financiamiento del FRFG, manteniendo los principales objetivos indicados en la Ley No 17.503 para el FRFG, y agregando una nueva finalidad:  cancelar o amortizar las deudas que mantuvieran los productores granjeros con el BROU originadas con anterioridad al 30 de junio de 2002.
41. En el Uruguay no actúa ningún organismo estatal de comercialización de productos agropecuarios.  No se utilizan medidas de fijación de precios, a excepción de la fijación administrativa de los precios de la leche pasteurizada para consumo directo, a través del Decreto No 273/010 y algunas variedades tradicionales de uva para la elaboración de vino que todavía no han sido "convertidas". 
42. No existe una política crediticia especialmente orientada hacia el sector agropecuario el cual recurre al sistema financiero para su financiamiento, donde cuenta con algunos programas diseñados principalmente para el sector (ver infra).  De acuerdo a lo notificado por el Uruguay a la OMC, durante el período objeto de examen no se aplicaron tipos de interés subvencionados para la agricultura.  

43. El BROU ofrece algunos programas crediticios diseñados particularmente para la agricultura.  El Programa de Crédito para Capital Estacional, está orientado a financiar las necesidades corrientes de la explotación agropecuaria, como contratación de labores, pago de honorarios, fletes, gastos de esquila, compra de insumos, etc., sin destino específico.  Los préstamos, de hasta un año, son a plazo fijo o amortizable, acorde a la generación de ingresos.  El programa Agrocrédito está destinado a atender necesidades financieras o de inversión de clientes agropecuarios de primera categoría.  Es un crédito revolvente, que actúa como una cuenta corriente.  Los desembolsos en el marco de este rotatorio pueden transferirse a otros productos de corto, mediano y largo plazo, liberando automáticamente la disponibilidad del producto.  Los intereses se pagan trimestralmente.  El mecanismo de Adelantos a la Comercialización consiste en un préstamo que permite obtener recursos financieros y elegir el momento más adecuado para la comercialización de los productos agropecuarios.  Es un préstamo a plazo fijo con vencimientos acordes a los productos a financiar.  El agricultor debe ofrecer como prenda parte de o toda su producción o un warrant del producto almacenado.  El Programa de Alimentación Animal proporciona crédito para planificar las necesidades forrajeras.  Los préstamos son a plazo fijo, hasta por un año y las amortizaciones son acordes a la generación de ingresos.  El Programa de Crédito para Animales de Engorde y Recría, financia la adquisición de animales de engorde y/o recría cualquiera sea la especie involucrada en la producción.  Se financia hasta el 100 por ciento del valor de bajada de martillo en remates o ferias administradas por el BROU o en transacciones directas entre productores, para ganado bovino, ovino y suino, y hasta el 50 por ciento para las restantes especies.  

44. Los préstamos otorgados por el BROU son a plazo fijo o amortizables;  las amortizaciones son adaptadas a la generación de ingresos de la empresa, y se realizan en un plazo de hasta 18 meses dependiendo de la especie a financiar y el período de comercialización.  Las autoridades indicaron que, actualmente el criterio utilizado por el BROU para la fijación de las tasas no es por producto/destino sino por cliente.  Por este motivo a la tasa financiera de mercado vigente a la fecha de la liquidación se añaden las primas establecidas por categoría de riesgo del cliente y plazo al que se pacta el crédito.  A modo de ejemplo, para créditos en dólares (98 por ciento de las colocaciones) la tasa financiera actual es de 4,5 por ciento, a lo que se agregan las primas de riesgo (entre 0 y 1,75 por ciento según el tipo de cliente) y las primas de plazo (entre 0 para plazo menor a seis meses y 1,5 por ciento para 10 años de plazo). 
45. Los agricultores y ganaderos uruguayos pueden obtener seguros de parte del BSE o de aseguradores privados.  La cobertura de estos seguros, ofrecidos a condiciones de mercado, varía según el tipo de producto y de riesgo. 
iii) Silvicultura

46. La silvicultura, explotación forestal y sus actividades conexas son actividades productivas de creciente importancia en el Uruguay.  Aunque la producción de madera en bruto representó sólo el 0,7 por ciento del PIB en 2010, la fabricación de madera y productos de madera, papel y productos del papel e imprentas, representó el 2,7 por ciento del mismo.

47. El marco institucional del sector forestal está dado por la Ley Forestal (Ley No 15.939, de 28 de diciembre de 1987), la cual estipula que la política forestal es formulada y ejecutada por el MGAP y su organismo ejecutor es la Dirección General Forestal del MGAP.  Ésta tiene a su cargo la promoción y desarrollo forestales.  El principal objetivo de política es el manejo forestal sostenible a partir de la defensa, el mejoramiento, la ampliación y la creación de recursos forestales, el desarrollo de las industrias forestales y en general de la economía forestal. 

48. De acuerdo con la Ley Forestal, los bosques calificados como protectores o de rendimiento están amparados por exoneraciones tributarias de carácter nacional y departamental.  En el caso de los bosques de rendimiento, para la exoneración del impuesto departamental (Contribución Inmobiliaria Rural) debe cumplirse además con la condición de ir acompañados de un proyecto para producción de madera de calidad, según lo dispuesto por la Ley No 18.245, de 19 de diciembre de 2007.  La explotación forestal también se beneficia de la exoneración del IRAE a la renta obtenida por la explotación de los bosques calificados como protectores o de rendimiento (véase el capítulo III(4)(iii)).  Este beneficio no rige para los bosques de rendimiento implantados a partir de la vigencia de la Ley No 18.083, de 18 de enero de 2007, salvo que se trate de bosques incluidos en los proyectos de madera de calidad indicados precedentemente.  Las subvenciones a las plantaciones forestales fueron eliminadas por la Ley No 17.905, de 15 de septiembre de 2005.

49. El sector forestal puede obtener financiamiento del BROU para implantación de bosques de rendimiento, aunque en los últimos años no ha existido demanda por dichos créditos.  Los préstamos alcanzan a planes de inversión inferiores a 300 hectáreas por año y por cliente.  El plazo es de 10 años, con un período de gracia para el capital de ocho años.  Los intereses se deben abonar semestralmente y los préstamos son en dólares EE.UU. 
iv) Pesca

50. El desarrollo de la industria pesquera uruguaya se basó tradicionalmente en la merluza, corvina y pescadilla, capturadas por buques arrastreros que transportaban sus capturas frescas.  Con el tiempo, el sector ha venido cobrando mayor dinamismo y, en la actualidad, se capturan más de 50 especies.  Las exportaciones de productos pesqueros totalizaron 180,5 millones de dólares EE.UU. en 2009, un 3,5 por ciento de las exportaciones totales.  Los principales destinos fueron el Brasil, Nigeria, Italia y China.

51. La industria pesquera instalada en tierra se compone de 18 plantas exportadoras con una capacidad instalada para 170.000 toneladas de producto congelado/año, y emplea directamente unas 3.000 personas.  Esta industria utiliza la captura de la flota uruguaya y de embarcaciones de terceras banderas que operan en el puerto de Montevideo.  También se cuenta con una flota nacional de 29 buques factoría y congeladores, algunos de los cuales operan en aguas internacionales, y que emplean unas 850 personas.

52. La Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA) es la entidad estatal responsable de regular y controlar la actividad pesquera en el Uruguay.  Como tal, es la única autoridad sanitaria competente en la industria pesquera a nivel nacional.  La DINARA pertenece al MGAP y define y ejecuta la política pesquera del gobierno uruguayo.  La DINARA es también responsable de regular y promover la utilización sustentable de los recursos pesqueros y de la acuicultura.

53. El marco jurídico que regula la actividad y cometidos de la DINARA se basa fundamentalmente en la Ley No 13.833, de 29 de diciembre de 1969 (Riquezas del Mar) y sus reglamentos, y en el Decreto Ley Nº 14.484, de 18 de diciembre de 1975 y sus reglamentos.  La Ley No 13.833, de 29 de diciembre de 1969 (Riquezas del Mar) determina el área de pesca, el régimen referente a las autorizaciones para ejercer la actividad, y contiene cláusulas relativas a la industrialización y comercialización derivadas de la pesca.  El Decreto-Ley No 14.484 establece las competencias del Instituto Nacional de Pesca (actual DINARA).  Sobre la base de dichas leyes, se han dictado diversas disposiciones reglamentarias las cuales con el correr de los años se han ido actualizando.

54. De acuerdo con el Decreto No 149/997, de 7 de mayo de 1997, para ejercer actividades de pesca o caza acuática, ya sea como persona física o jurídica, pública o privada, se requiere un permiso del Poder Ejecutivo, el cual sólo podrá ser gestionado previa autorización por el parte de la DINARA del correspondiente proyecto.  Los permisos de pesca o caza acuática de carácter comercial son temporales, y su duración es de dos años cuando se refieren a embarcaciones mayores de 10 TRB y de cuatro años cuando se trata de embarcaciones inferiores a dicho tonelaje o de pescadores de tierra.  Los permisos pueden renovarse por períodos iguales.  La transferencia de los permisos de pesca o caza acuática deber ser autorizada por el Poder Ejecutivo previo informe de la DINARA.

55. La Ley No18.498, de 12 de junio de 2009 dispone que el 90 por ciento de la tripulación de las embarcaciones pesqueras de matrícula nacional, incluyendo al capitán, el jefe de máquinas y el telegrafista deba ser de nacionalidad uruguaya.  Este porcentaje puede reducirse al 70 por ciento en el caso de embarcaciones pesqueras de matrícula nacional que realizan operaciones de pesca exclusivamente en aguas internacionales.  También se permite alejarse de estos porcentajes en el caso de pesquerías exploratorias nuevas, previa aprobación de la DINARA.

3) Manufacturas

i) Características y objetivos de la política

56. La contribución al PIB del sector de las manufacturas (con inclusión de la elaboración de alimentos y de hidrocarburos), se redujo, en términos corrientes, de 14,8 por ciento en 2005 al 13,1 por ciento en 2010, debido sobre todo al crecimiento relativamente más acelerado de los servicios en términos nominales.  En términos reales, sin embargo (a precios constantes de 2005), el sector manufacturero mantuvo invariada su participación en el PIB, que fue del 14,8 por ciento tanto en 2005 como en 2010.  Esto refleja un crecimiento más moderado del precio de las manufacturas en relación con los de los servicios, en parte como resultado positivo de la creciente importancia del comercio exterior.  El porcentaje de la mano de obra empleada en 2010 fue del 14,0 por ciento, un porcentaje igual al registrado en el anterior examen, en 2004.  

57. Las principales industrias que componen el sector manufacturero uruguayo son: alimentos, bebidas y tabaco;  industrias químicas;  textiles, vestimenta y cuero;  papel e imprentas;  y productos metálicos, maquinaria y equipo.  Las exportaciones de productos manufacturados del Uruguay están concentradas principalmente en cinco industrias: productos cárnicos;  curtido y adobo de cueros;  hilado, tejido y acabado de textiles;  fabricación de productos de panadería;  y productos lácteos (cuadro AIV.1).

58. La política del sector está encaminada a lograr el aumento del valor agregado nacional en una producción industrial sostenible, orientado a la mejora continua de la eficiencia de los sistemas productivos y de la calidad de los productos.  El MIEM es el ente responsable de la formulación e implementación de políticas en el sector manufacturero.  La Dirección Nacional de Industria (DNI) del MIEM, en particular, está encargada de asesorar al Poder Ejecutivo en la formulación de la política industrial y ejecutar las acciones de gestión.  La DNI es responsable de la proposición de políticas de desarrollo industrial, reconversión y mejora de la competitividad de las industrias, en el marco de las políticas macroeconómicas definidas por el Poder Ejecutivo.  La DNI tiene también como cometido el propiciar el análisis y seguimiento de la situación industrial uruguaya e internacional en los aspectos relevantes para el diseño de políticas.  La DNI también funge como ente coordinador entre el sector público y los ámbitos laboral y empresarial, para buscar de incorporar los puntos de vista de estos.  La DNI esta además encargada de promover acciones tendientes a mejorar la competitividad y calidad y de gestionar las normas contra prácticas desleales de comercio.  

ii) Instrumentos de política

59. En 2010, los aranceles NMF aplicados daban un nivel medio de protección del 9,6 por ciento para el sector manufacturero (CIIU 3 menos 31 (elaboración de alimentos)), oscilando los aranceles entre el 0 y el 23 por ciento. Si se toma la definición de productos no agropecuarios de la OMC, el promedio fue del 9,3 por ciento.  Entre los subsectores que se benefician de una protección superior a la media, figuran los textiles y prendas de vestir (17 por ciento);  cuero, caucho, calzado y artículos de viaje (15,2 por ciento);  madera, pasta de madera, papel y muebles (10,2 por ciento);  y equipo de transporte (10,1 por ciento), entre otros (véanse también la sección 2) ii) y los cuadros III.3 y AIV.1).  Entre las áreas con protección arancelaria inferior a la media figuran:  los productos químicos 7 por ciento);  y la maquinaria no eléctrica (3,7 por ciento).

60. Las importaciones de diversos productos industriales (por ejemplo, productos químicos, medicamentos y equipo médico) están sujetas a requisitos de registro o autorización especial (véase el capítulo III 2) i)).  Están además sujetos a licencias de importación varios productos, como el calzado, ciertos textiles y ciertos productos químicos (cuadro III.9).  Los productos industriales (tanto nacionales como importados) están gravados por impuestos internos (véase el capítulo III 2) v)).  Se otorgan incentivos fiscales en virtud de diversos regímenes.  La Ley de Protección y Promoción de Inversiones No 16.906, de 7 de enero de 1998, reglamentada por el Decreto No 455/07, de 26 de noviembre de 2007, establece el marco general de incentivos y promoción de la inversión en el Uruguay.  Durante el período examinado se reformuló la reglamentación de dicha Ley, fijando nuevos criterios para acceder a los beneficios previstos en la misma, lo que permitió que pequeñas y medianas empresas accedan a los beneficios.  Las pequeñas y medianas empresas reciben asistencia técnica y capacitación del MIEM a través de su Dirección Nacional de Artesanías, Pequeñas y Medianas Empresas (DINAPYME).  

4) Servicios

i) Características principales y compromisos multilaterales

61. El sector de los servicios sigue siendo el más importante en términos de su contribución a la economía uruguaya, al representar el 57,7 por ciento del PIB a precios corrientes en 2010 y el 67 por ciento del empleo total (cuadro I.2).
  Las actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler son el subsector más importante, con una participación del 14,5 por ciento dentro del PIB en 2010, seguido del comercio, reparaciones, restaurantes y hoteles (14,4 por ciento), y el transporte, almacenamiento y comunicaciones (6,7 por ciento).  De 2005 a 2010, el sector de servicios creció en términos reales a una tasa promedio anual del 7,2 por ciento.

62. Durante el período examinado, el Uruguay registró un saldo positivo en la balanza de servicios, debido en parte a los crecientes ingresos por viajes.  En 2010, las exportaciones de servicios ascendieron a 2.494 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones de servicios sumaron 1.426 millones de dólares EE.UU. (cuadro I.6).

63. Los compromisos específicos de servicios que asumió el Uruguay en el marco de la Ronda Uruguay comprenden 6 de los 12 sectores especificados en el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS).  Estos sectores son los servicios prestados a las empresas;  los servicios de comunicaciones;  los servicios financieros;  los servicios de turismo y los servicios relacionados con los viajes;  los servicios de esparcimiento culturales y deportivos;  y los servicios de transporte.
  Asimismo, el Uruguay adoptó compromisos horizontales relativos al acceso al mercado y al trato nacional que permiten la presencia temporal de personas físicas en el Uruguay en las categorías de gerentes, ejecutivos y especialistas.

64. El Uruguay no tomó parte en las negociaciones sobre telecomunicaciones básicas posteriores a la Ronda Uruguay, pero sí en las negociaciones ampliadas sobre servicios financieros, a raíz de las cuales amplió sus compromisos en este sector.
  El Uruguay ratificó el Quinto Protocolo de Servicios Financieros anexo al AGCS mediante la Ley No 17.618, de 10 de enero de 2003.  En su lista de compromisos en el marco del AGCS, el Uruguay inscribió el requisito de que una autorización para suministrar servicios financieros podrá ser denegada por motivos cautelares, incluidas las condiciones en que se encuentra el mercado (véase también la sección de servicios financieros infra).

65. El Uruguay consignó exenciones al Trato de Nación más Favorecida al amparo del artículo II del AGCS, que incluyen normas establecidas en acuerdos bilaterales de promoción y protección de las inversiones
, así como medidas relativas al transporte terrestre internacional de carga y pasajeros.
  

66. En el contexto de las negociaciones de servicios de la Ronda de Doha, el Uruguay presentó una oferta en marzo de 2003 y una oferta revisada en junio de 2005.

67. En 2004, el Uruguay ratificó el Protocolo de Montevideo que establece un programa para la liberalización del comercio de servicios entre los países miembros del MERCOSUR en un plazo no mayor a diciembre de 2015.
  El Protocolo entró en vigor el 7 de diciembre de 2005, una vez que fue ratificado por la Argentina, el Brasil y el Uruguay.  El Uruguay participa asimismo en negociaciones de acuerdos sectoriales de servicios, incluidos los financieros y el transporte marítimo, que se llevan a cabo en el ámbito de MERCOSUR.

ii) Telecomunicaciones 

a) Características del mercado

68.  Las telecomunicaciones representaron el 2,34 por ciento del PIB en 2010 (a precios corrientes), comparado con el 3,09 por ciento en 2005.
  En general, el mercado de las telecomunicaciones continuó creciendo en el período examinado, especialmente en los segmentos de telefonía móvil y de Internet de banda ancha.  Al mismo tiempo, se hicieron importantes inversiones y se incorporaron tecnologías modernas en el sector, permitiendo al Uruguay alcanzar niveles de teledensidad y penetración de Internet que se sitúan entre los más altos de América Latina.

69. El grado de competencia varía entre los distintos segmentos del mercado.  El Estado sigue ejerciendo un monopolio de jure en la telefonía fija en todo el territorio nacional, a través de la empresa estatal, Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL).  Existen varios prestadores de telefonía de larga distancia internacional, así como de servicios de transmisión de datos.  La telefonía móvil está abierta a la competencia.
   

70. La red de telefonía fija tiene una amplia cobertura y el Uruguay detenta la segunda tasa más alta de teledensidad en América Latina (28,6 por cada 100 habitantes).  A fines de 2010, existían alrededor de 962.000 líneas telefónicas fijas.
  Desde 2006 el mercado de la telefonía fija ha disminuido gradualmente siguiendo la tendencia global, en tanto que la telefonía móvil ha mantenido un crecimiento sostenido.  

71. La prestación de los servicios de telefonía de larga distancia internacional fue liberalizada en 2001 por los artículos 612 y 613 de la Ley No 17.296 que fueron posteriormente derogados (infra).
  A fines de 2010, había 11 empresas ofreciendo servicios de telefonía de larga distancia internacional, aunque ANTEL mantenía cerca del 60 por ciento del mercado.  El sistema Multiprestador de Larga Distancia Internacional de Selección por Marcación se encuentra en operación desde 2007. 

72. El mercado de la telefonía móvil ha experimentado un crecimiento exponencial desde 2004.  La apertura a la competencia ha redundado en mejoras en la oferta de servicios y la disminución de los precios.  A fines de 2010, había 4,4 millones de teléfonos móviles activos (comparado con 600.000 en 2004), lo que representó una teledensidad de 132 por ciento (el umbral del 100 por ciento fue rebasado desde 2008).  El Uruguay fue uno de los primeros países en América Latina en lanzar los servicios de tercera generación (3G).
  Existen tres operadores de servicios móviles:  Movistar (de Telefónica), Claro (de América Móvil) y ANTEL.  Los datos de la URSEC indican que a fines de diciembre de 2010, ANTEL tenía el 44 por ciento del mercado de servicios móviles, Movistar el 39 por ciento y Claro el 17 por ciento.
  Los tres operadores ofrecen servicios 3G y de banda ancha móvil.  A diciembre de 2010, aproximadamente un 13,5 por ciento de la población había optado por la banda ancha móvil.  

73. Los servicios de transmisión de datos e Internet por tecnologías inalámbricas se prestan en competencia.  En el caso de la prestación de servicios por tecnologías alámbricas, a la fecha el único operador es ANTEL.  A diciembre de 2010 brindaban servicios de transmisión de datos y acceso a Internet siete operadores, los que en el caso de no tener infraestructura propia la pueden contratar con diferentes titulares.  Siendo el único proveedor de servicios XDSL
, ANTEL domina el segmento de los servicios de banda ancha fija, con una participación de un 95 por ciento del mercado.
  En diciembre de 2010, había 47,7 usuarios de Internet por cada 100 habitantes y la ratio de usuarios de banda ancha se situaba en 24,9 por cada 100 habitantes, uno de los más altos de América Latina.
  Un informe independiente indica que las conexiones de banda ancha del Uruguay son más lentas que en otros países de la región y los precios que se deben pagar por velocidades mayores son más altos.
  Sin embargo, cabe destacar que los servicios de acceso a velocidades menores, que representan la mayor parte de las conexiones, son baratos y que hay planes para ofrecerlos de forma gratuita en un futuro próximo. 
74. Las autoridades han indicado que el índice de precios implícito del sector de telecomunicaciones ha mostrado una fuerte tendencia a la baja a lo largo del período examinado.  Por ejemplo, en telefonía móvil, el índice de precios ha registrado sucesivos escalones a la baja y desde 2006 evolucionó sustancialmente por debajo del IPC;  y en telefonía fija, el índice de precios de la comunicación urbana acompañó la evolución del IPC hasta el 2006, pasando entonces a mantenerse estable y muy por debajo de IPC a partir de la unificación del precio de las comunicaciones a nivel nacional (junio de 2007).

b) Marco legal e institucional

75. La Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual (DINATEL), creada en 2005 y dependiente del MIEM, es responsable de asesorar y proponer al Poder Ejecutivo la fijación de las políticas nacionales de telecomunicaciones y comunicación audiovisual, así como la instrumentación, coordinación y monitoreo del cumplimiento de las políticas que se aprueben.
  Además de formular proyectos de ley y decretos relativos al marco regulatorio del sector, las competencias de la DINATEL incluyen:  diseñar políticas y planificar la gestión del espectro radioeléctrico;  asesorar al Poder Ejecutivo en las políticas y criterios para el otorgamiento de licencias y autorizaciones de los servicios de telecomunicaciones y comunicación audiovisual;  dictaminar preceptivamente en procedimientos de concesión y autorización para prestar estos servicios;  promover el desarrollo tecnológico del sector de las telecomunicaciones y comunicación audiovisual;  y asesorar al Poder Ejecutivo en materia de acuerdos y tratados internacionales que incluyan aspectos relacionados con sus competencias.
  

76. La Unidad Reguladora de los Servicios en Comunicaciones (URSEC) tiene como cometidos la regulación técnica, la fiscalización y el control de las actividades referidas a las telecomunicaciones
, así como aquellas referidas a la admisión, procesamiento, transporte y distribución de correspondencia realizada por operadores postales.
  Entre las funciones de la URSEC están asesorar al Poder Ejecutivo en la formulación y aplicación de la política de comunicaciones y velar por el cumplimiento de las normas sectoriales específicas.  Asimismo, compete a la URSEC:  administrar y controlar el espectro radioeléctrico del país;  otorgar autorizaciones para el uso de las frecuencias radioeléctricas;  controlar la instalación, calidad, regularidad y alcance de los servicios de telecomunicaciones;  formular y controlar la implementación de normas técnicas para las telecomunicaciones;  fijar reglas y patrones industriales que aseguren la compatibilidad, interconexión e interoperabilidad de las redes;  proteger los derechos de usuarios y consumidores;  determinar técnicamente las tarifas y precios;  promover la solución arbitral de las diferencias entre agentes del mercado y aplicar las sanciones previstas.
  Adicionalmente, la URSEC es el órgano de aplicación en materia de defensa de la competencia en el sector regulado.

77.   El Uruguay no cuenta con una Ley General de Telecomunicaciones;  el sector está regido por un conjunto de leyes, decretos, reglamentos, planes y resoluciones.
  La Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001, que creó a la URSEC, consagra los principios básicos que regulan el sector de telecomunicaciones:  la extensión y universalización del acceso a los servicios;  la promoción de la competencia y el control de las actividades monopólicas;  la aplicación de tarifas que reflejen costos económicos;  el fomento a la inversión;  y la protección de los usuarios y los consumidores.  

78. Conforme al Reglamento de Licencias de Telecomunicaciones
, la prestación de servicios de telecomunicaciones a terceros o al público en general, cuando estos servicios están abiertos a la competencia, requiere de la obtención de una licencia que otorga el Poder Ejecutivo, o en su caso la URSEC.  Hay cuatro clases de licencias:  la Clase A que habilita para operar una red pública de telecomunicaciones y prestar todo tipo de servicios, excepto la televisión para abonados;  la Clase B para la prestación de todos los servicios de transmisión de datos, utilizando la red, medios o enlaces propios o de terceros;  la Clase C para la instalación de enlaces, medios y sistemas de telecomunicaciones para su provisión o arriendo a licenciatarios de servicios de telecomunicaciones;  y la Clase D para la prestación de servicios de televisión por suscripción.  

79. Las solicitudes de licencia se presentan ante la URSEC.  Excepto en los casos en que se disponga la adjudicación mediante procedimientos competitivos
, los requisitos para la obtención de una licencia incluyen la presentación de la nota de solicitud, documentación personal y societaria, información técnica sobre el servicio a brindar y los equipos a utilizar, así como un plan de inversión.  Tanto las personas físicas como las personas jurídicas solicitantes deben tener domicilio constituido en el Uruguay.  Las sociedades extranjeras deben acreditar que cumplen con las disposiciones aplicables de la Ley de Sociedades Comerciales, es decir, que están debidamente constituidas en el extranjero.
  Las empresas extranjeras que únicamente presten servicios de telecomunicaciones a otros operadores de telecomunicaciones, sólo tienen que probar su existencia y representación ante la URSEC.  El Reglamento de Licencias de Telecomunicaciones no hace distinción entre nacionales y extranjeros para la concesión de licencias.
  

80. Los titulares de una licencia no pueden limitar el derecho de los usuarios a la libre elección ni llevar a cabo prácticas que restrinjan la competencia o discriminen entre los distintos licenciatarios.  Entre las obligaciones de los licenciatarios está la de llevar contabilidad separada por servicios, cuando así lo establezca la URSEC, respecto de determinados servicios o clases de licencias.  Desde 2009 la URSEC se encuentra trabajando en la elaboración de un Reglamento de Contabilidad Separada por Servicios.  Las licencias pueden transferirse o cederse, previa autorización del Poder Ejecutivo o de la URSEC, según corresponda.  Asimismo, corresponde a ambos organismos, según los casos, la revocación de licencias o la imposición de otras medidas sancionatorias.

81. La prestación de servicios de telefonía de larga distancia internacional se habilitó a la competencia mediante el Artículo 613 de la Ley No 17.296 (2001). Ello permitió el otorgamiento de 14 autorizaciones para la prestación de dichos servicios, de las cuales 11 estaban en operación a fines de 2011.  No obstante, el Artículo 613 de la Ley No 17.296 fue derogado por la Ley No 17.524, de 5 de agosto de 2002, eliminándose así la posibilidad de conceder nuevas autorizaciones para estos servicios.  A la fecha, las autoridades no tienen previsto otorgar nuevas licencias para la provisión de servicios de larga distancia internacional.

82. Los operadores fijan libremente las tarifas de los servicios de telecomunicaciones, a excepción de las tarifas de comunicaciones nacionales de telefonía fija, que requieren aprobación del Poder Ejecutivo.
  La URSEC propone las tarifas por utilización de frecuencias radioeléctricas que también debe ser aprobadas por el Poder Ejecutivo.  La última actualización de estas tarifas data de diciembre de 2005.

83. Conforme al Reglamento de Interconexión y Sistema Multiprestador de Larga Distancia Internacional (2001)
, los operadores de servicios de telecomunicaciones que soliciten el uso de recursos esenciales tienen derecho a pedir la interconexión, en tanto que los operadores solicitados están obligados a concederla en términos razonablemente equivalentes a los que otorgan a terceros, a sí mismos o a sus empresas vinculadas.  Los operadores son libres de acordar entre sí los precios y condiciones de la interconexión mediante la suscripción de convenios, siempre que éstos se apeguen a las disposiciones del Reglamento referido.  Los convenios deben ser presentados a la URSEC, que publica un resumen de su contenido en su sitio Web.  En caso de desacuerdo entre las partes, la URSEC está facultada para intervenir y fijar los precios de interconexión, teniendo en cuenta los costos incrementales promedio de largo plazo (CILP), entre otros aspectos.  Los desacuerdos de interconexión pueden también someterse a un procedimiento de resolución de conflictos regido por la URSEC, pudiendo ésta fijar condiciones provisorias de interconexión en tanto concluye el análisis técnico del expediente y los informes correspondientes a la controversia.  Las autoridades han indicado que de 2005 a 2011, la URSEC emitió 16 resoluciones relativas a casos de interconexión.

84. En el marco de la normativa sobre defensa de la competencia
, la URSEC ha actuado de oficio o bien atendiendo denuncias de operadores de telecomunicaciones en casos relacionados, entre otros, con prácticas colusorias, negativas a contratar, abuso de posición dominante, ventas atadas y precios predatorios.  Entre 2005 y 2011, la URSEC emitió siete resoluciones en materia de defensa de la competencia.
  

85. Las autoridades han indicado que la introducción de la portabilidad numérica en el país no figura en la agenda de corto plazo. 

86. La prestación de servicios de telecomunicaciones está sujeta a la Tasa de Control del Marco Regulatorio de Comunicaciones, creada por la Ley No 17.930, de 19 de diciembre de 2005 (con las modificaciones hechas por la Ley No 18.046, de 24 de octubre de 2006), que se devenga por la actividad de control de las actividades reguladas.  Los sujetos pasivos son los prestadores de servicios comerciales de comunicaciones, excepto las entidades que brindan servicios de radiodifusión.   La tasa equivale al 0,3 por ciento del total del ingreso bruto devengado por la actividad gravada;  se paga mensualmente sobre la base de una declaración semestral y constituye la contraprestación de la actividad jurídica de control de la URSEC.  El Impuesto a las Telecomunicaciones (ITEL) fue derogado por la Ley No 18.083, de 27 de diciembre de 2006.

87. En el Uruguay no existe una normativa específica sobre el servicio universal de telecomunicaciones.  La URSEC tiene entre sus objetivos propiciar la extensión y la universalización del acceso a los servicios de comunicaciones, pero no impone obligaciones de servicio universal a los operadores de telecomunicaciones.  La empresa estatal ANTEL ha puesto en marcha iniciativas para proveer el acceso universal tales como la instalación de teléfonos públicos, la extensión de la red de telefonía fija a la totalidad del territorio nacional y la provisión de servicios de telefonía rural.
  Recientemente, la empresa estatal ha instrumentado programas para promover un mayor acceso a las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) en coordinación con organismos gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil.  

88. Como resultado de una iniciativa de la Presidencia de la República, en 2007 fue lanzado el Plan CEIBAL (Conectividad Educativa de Informática Básica para el Aprendizaje en Línea) que consiste en dotar de una computadora a cada niño en las escuelas públicas del país.  Desde su inicio, el Plan CEIBAL ha entregado más de medio millón de computadoras portátiles, cubriendo 100 por ciento de la población escolar, y dotado de conectividad a centros educativos y lugares públicos en todo el territorio.  De esta forma, el Plan ha contribuido a mejorar considerablemente el acceso, uso y conocimiento de las TIC, reduciendo la brecha tecnológica entre los hogares de diferentes niveles de ingreso y las regiones del país.
  La UIT ha otorgado al Uruguay el primer lugar en Latinoamérica en el desarrollo de las TIC.
  El Plan cuenta con el apoyo de ANTEL, Movistar y otros operadores.  

iii) Servicios financieros

a) Panorama general

89. Durante el período objeto de examen, el sector financiero del Uruguay siguió creciendo y fortaleciéndose, como lo demuestra la mejora de sus principales indicadores financieros.  Datos a julio de 2011, muestran que el sistema bancario está bien capitalizado, presenta altos niveles de liquidez, los préstamos morosos se han reducido a un mínimo histórico y el crédito al sector privado ha crecido considerablemente.  Al mismo tiempo, el sector ha sido objeto de continuas reformas, incluyendo cambios en la gestión de los bancos públicos y la restructuración de uno de ellos (véase infra) y avances en el fortalecimiento de la regulación y supervisión prudencial del sistema bancario (en áreas como el manejo integrado del riesgo y el régimen de previsiones).  La solidez del sistema financiero uruguayo le permitió sortear la reciente crisis financiera global sin mayores consecuencias.  El principal impacto de la crisis en al sistema financiero local ha sido la disminución de los ingresos que los bancos uruguayos perciben por sus inversiones en instituciones financieras del exterior debido a las bajas tasas de interés internacionales, lo que ha contribuido, en parte, a una baja rentabilidad bancaria.
  A finales de 2010, los servicios de intermediación financiera representaron un 4,2 por ciento del PIB total (cuadro I.2).

90. El sistema financiero uruguayo, que opera bajo la supervisión de la Superintendencia de Servicios Financieros (SSF) del BCU, está integrado por instituciones de intermediación financiera, empresas administradoras de crédito, empresas de servicios financieros, empresas de transferencias de fondos, casas de cambio, representaciones de entidades financieras del exterior, compañías de seguros y empresas del mercado de valores.  Durante 2010, se incorporaron también a la órbita de supervisión del BCU los asesores de inversión y los prestadores de servicios de administración, contabilidad, calificación de riesgos y procesamiento de datos.  Las instituciones de intermediación financiera comprenden, a su vez, los bancos, las cooperativas de intermediación financiera, las casas financieras, las instituciones financieras externas (IFEs) y las administradoras de fondos de ahorro previsional.  Las IFEs (banca off-shore) operan exclusivamente con no residentes del Uruguay.  

b) Bancos y otras instituciones de intermediación financiera

Características generales

91. A diciembre de 2010, las instituciones de administración financiera comprendían:  14 bancos (2 públicos y 12 privados), una cooperativa de intermediación financiera, 5 casas financieras, 4 IFEs y 4 empresas administradoras de ahorro previo.  En conjunto, las instituciones de intermediación financiera acumulaban activos por un monto de 27.575 millones de dólares EE.UU., de los cuales los bancos detentaban el 92 por ciento (cuadro IV.1).

92. La participación de los dos bancos públicos en el sistema bancario uruguayo sigue siendo considerable.
  Éstos representaron el 46 por ciento del total de los activos bancarios a fines de 2010 (53 por ciento en junio de 2005), en tanto que los 12 bancos privados que operaban a esa fecha detentaban el restante 54 por ciento.  Dentro de estos últimos, el banco más grande representaba el 32 por ciento del activo total de los bancos privados (equivalente al 17,4 por ciento del total de los activos bancarios).  Los bancos privados son propiedad, ya sea total o mayoritaria, de bancos extranjeros.  En abril de 2011 se efectuó la adquisición universal de Credit Uruguay Banco S.A. por parte de Banco Bilbao Vizcaya Argentaria S.A., y a fines de junio de 2011, el Nuevo Banco Comercial, cuyas acciones solían ser propiedad del Estado (si bien su operación estaba en manos privadas) pasó a ser propiedad de un banco extranjero.

Cuadro IV.1
Activo, pasivo y patrimonio de las instituciones de intermediación financiera, diciembre de 2010

(Millones de $EE.UU.)
	Tipo de institución
	N° de instituciones
	Activo
	Pasivo
	Patrimonio

	Bancos públicos
	2
	11.575
	9.945
	1.630

	Bancos privados
	12
	13.799
	12.632
	1.166

	Subtotal sistema bancario
	14
	25.373
	22.577
	2.796

	Cooperativas
	1
	16
	11
	6

	Casas financieras
	5
	258
	188
	69

	Instituciones financieras externas
	4
	1.901
	1.823
	78

	Cuadro IV.1 (continuación)

	Empresas administradoras de ahorro previo
	4
	26
	22
	4

	Subtotal Otros intermediarios financieros
	14
	2.202
	2.045
	157

	Total
	28
	27.575
	24.622
	2.953


Fuente:
Banco Central del Uruguay (2010b), Reporte de Estabilidad Financiera - Año 2010.  Consultado en:  
http://www.bcu.gub.uy/Servicios-Financieros-SSF/Paginas/Reporte-Anual-de-Estabilidad-Financiera.aspx. 

93. Desde la crisis financiera de 2002, los bancos uruguayos se han recuperado notablemente y fortalecido sus principales indicadores financieros.  A diciembre de 2010, la Responsabilidad Patrimonial Neta (RPN)
 del sistema bancario en su conjunto representaba el 15,2 por ciento del total de los activos ponderados por riesgo, prácticamente el doble del mínimo exigido por la regulación (8 por ciento).
  El nivel de morosidad (créditos vencidos/total de créditos brutos) se ha reducido sustancialmente y a fines de 2010 se situaba en 1,05 por ciento (frente al 7 por ciento en junio de 2005
), mientras que las previsiones equivalían al 6,2 por ciento de los créditos brutos.  Asimismo, la liquidez del sistema bancario se mantiene en niveles altos, con ratios de liquidez a 30 y 91 días cercanos al 60 por ciento (diciembre de 2010).  Ello ha permitido una notable expansión del crédito en los últimos años;  sólo en 2010, los préstamos totales al sector privado residente experimentaron un crecimiento del 26 por ciento.
  Si bien el crecimiento del volumen de negocios del sector bancario ha resultado en una mejora de los resultados de los bancos, la rentabilidad promedio de los mismos sigue siendo baja, presentando una tasa promedio de retornos sobre activos (ROA) del 0,77 por ciento y de retorno sobre fondos propios (ROE) del 7,0 por ciento a fines de 2010.  El FMI considera que la baja rentabilidad bancaria requiere de esfuerzos para mejorar la productividad del sector.
  Al respecto, las autoridades uruguayas han indicado que el ROE promedio, medido en dólares EE.UU., es del 10,4 por ciento, destacándose los buenos niveles de rentabilidad del banco estatal BROU (véase infra), el principal banco del sistema.  Además, señalan que la baja rentabilidad de algunos bancos se relaciona con los altos niveles de liquidez que mantienen sin colocar.

94. El sistema bancario uruguayo sigue caracterizándose por un alto grado de dolarización.  A diciembre de 2010, cerca de un 71 por ciento de los depósitos del sector no financiero estaba denominado en moneda extranjera (dólares EE.UU.).  Del total de depósitos del sector no financiero, el 83 por ciento eran depósitos de residentes y el 17 por ciento de no residentes.
  En lo que toca al crédito, del total de préstamos otorgados al sector no financiero a diciembre de 2010, un 59 por ciento estaba denominado en moneda extranjera y el restante en moneda nacional.  Por actividad económica, los sectores que presentan una mayor proporción de sus deudas denominadas en dólares son el agropecuario (98 por ciento) y el manufacturero (94 por ciento), en tanto que el porcentaje de los créditos en dólares otorgados a las familias ha descendido al 8 por ciento.  Cabe señalar que la dolarización del crédito a sectores que generan ingresos en moneda local se ha reducido del 61,1 por ciento en 2006 al 45,9 por ciento en 2010.

95. La tasa de interés promedio para préstamos en dólares EE.UU. se ha reducido a niveles sin precedentes, situándose en el 5,3 por ciento a diciembre de 2010, mientras que la tasa promedio de los depósitos a plazo fijo denominados en dólares EE.UU. se ubicó en el 0,44 por ciento.  En cuanto a las operaciones en moneda nacional, la tasa de interés promedio de crédito a las empresas se situó en 12,2 por ciento y al consumo familiar en 30 por ciento, en tanto que la tasa de interés promedio de los depósitos a plazo fijo en moneda nacional fue del 4,8 por ciento al cierre de 2010.  

96. Los bancos de propiedad gubernamental son el BROU y el BHU.  El BROU es el banco más grande del país;  funciona como banco del Estado, a la vez que opera como banco comercial y de desarrollo, proporcionando crédito a las actividades agropecuarias, industriales y para el consumo.  A diciembre de 2010, el BROU detentaba el 40 por ciento del total de los activos del sistema bancario y sus resultados del ejercicio de 2010 más que triplicaron los del año anterior, alcanzando una tasa de retorno sobre activos (ROA) del 1,5 por ciento y una tasa de rentabilidad del capital (ROE) del 14,4 por ciento, la segunda más alta del sector bancario.
  

97. El BHU es el banco estatal de crédito hipotecario;  ofrece créditos para la adquisición, construcción o reparación de viviendas y obtiene fondos mediante depósitos del sistema de ahorro previo.  A fines de 2010, poseía el 5,5 por ciento del total de los activos del sector bancario.  El BHU se vio fuertemente afectado por la crisis financiera nacional de 2002, lo que resultó en la suspensión de sus créditos hasta 2006.  El BHU tuvo que ser recapitalizado por el gobierno y fue objeto de una profunda restructuración entre 2006 y 2009.
  A raíz de la restructuración y de cambios en la gestión y en el manejo de las políticas de riesgo, su desempeño ha mejorado.  No obstante, el BHU sigue presentando altos niveles de morosidad (25 por ciento) y su ratio de patrimonio regulatorio respecto al requerimiento de capital por activos de riesgo, incluido el riesgo de mercado, aún no cumple con el mínimo regulatorio exigido.
   

Marco normativo

98. Las actividades de intermediación financiera se rigen principalmente por el Decreto-Ley No 15.322, de 17 de septiembre de 1982 (Ley de Intermediación Financiera) y sus modificaciones (la Ley No 16.327, de 11 de noviembre de 1992, la Ley No 17.523, de 4 de agosto de 2002 y la Ley No 17.613, de 27 de diciembre de 2002), el Decreto No 614/992, de 11 de diciembre de 1992 (Reglamentario de la Ley No 15.322) y las resoluciones emitidas por el órgano regulador (Recopilación de Normas de Regulación y Control del Sistema Financiero y comunicaciones que la reglamentan). 

99. Entre las reformas legales más importantes del sector financiero durante el período examinado están las modificaciones al texto ordenado de la Carta Orgánica del BCU.
  La Ley No 18.401, de 24 de octubre de 2008 modificó la estructura del BCU e introdujo cambios en la reglamentación de las actividades financieras.  Uno de los principales cambios fue la creación de la SSF, dentro del BCU, como el único ente encargado de regular y supervisar las actividades del sector, comprendiendo las instituciones de intermediación financiera (incluidos los bancos públicos), las compañías de seguros, las administradoras de fondos de ahorro previsional y las empresas del mercado de valores, que antes estaban bajo la supervisión de distintas entidades.
  Uno de los objetivos principales de este cambio es facilitar la supervisión de los conglomerados financieros.  Asimismo, la ley confirió a la SSF la potestad de reglamentar y fiscalizar a las empresas de servicios financieros
 y la actividad de personas físicas y jurídicas que en el Uruguay presten servicios de administración, contabilidad o procesamiento de datos, relacionados con la operación de personas o empresas que desempeñen actividades financieras en el exterior.  La SSF entró en funciones en marzo de 2009.

100. Otro cambio importante introducido por la Ley No 18.401 fue la creación de la Corporación de Protección al Ahorro Bancario (COPAB) como persona jurídica de derecho público no estatal.  La COPAB es responsable de promover la protección del ahorro en las instituciones de intermediación financiera, administrar los recursos del Fondo de Garantía de Depósitos Bancarios (véase infra) y gestionar el proceso de resolución bancaria de las instituciones de intermediación financiera en crisis y, en su caso, ser liquidador de las mismas.  La COPAB, dotada de mayores atribuciones y autonomía, asumió las funciones que antes desempeñaba la Superintendencia de Protección al Ahorro Bancario.

101. El Uruguay mantiene un sistema financiero liberal en que las operaciones pueden realizarse en moneda nacional o extranjera, no existen restricciones a los movimientos de capital y se observa el secreto bancario.  Al respecto, cabe señalar que en enero de 2011 entró en vigor la Ley No 18.718 (24 de diciembre de 2010) que flexibiliza el secreto bancario, habilitando a la DGI del MEF a investigar las cuentas bancarias de personas físicas y jurídicas ante la presunción de defraudación tributaria, previa resolución de un juez civil (antes se requería orden de juez penal).  La ley también faculta a la DGI a suministrar información financiera ante solicitudes expresas y fundadas de las autoridades de otros países al amparo de acuerdos bilaterales de intercambio de información o para evitar la doble imposición.

102. Conforme a la Ley de Intermediación Financiera (Decreto-Ley No 15.322) y sus  modificaciones, las empresas que deseen suministrar servicios de intermediación financiera en Uruguay deben obtener la autorización previa del Poder Ejecutivo, quien resuelve con la opinión favorable del BCU, y contar además con la habilitación otorgada por el BCU.  En ambos casos se deben tener en cuenta razones de legalidad, oportunidad y conveniencia, prestando especial atención a la solvencia, rectitud y aptitud de la empresa solicitante.
  Las fusiones, adquisiciones y transformaciones de las empresas de intermediación financiera requieren también de autorización previa del Poder Ejecutivo y consentimiento previo y expreso del BCU.  Asimismo, se requiere que la  SSF otorgue la no objeción para el nombramiento de los directores y el gerente general de la institución.  Cabe destacar que la Ley No 18.401 de 2008 derogó el Decreto-Ley No 15.322 que limitaba el número de autorizaciones para el funcionamiento de nuevos bancos al 10 por ciento de los existentes el año inmediato anterior.  

103. La legislación no distingue, en general, entre bancos nacionales y extranjeros.  Los bancos que deseen instalarse en el Uruguay deben organizarse como sociedades anónimas uruguayas por acciones nominativas o como sucursales de bancos extranjeros, siempre que los estatutos de éstas últimas no prohíban a ciudadanos uruguayos formar parte de la gerencia o cualquier otro cargo superior en la institución dentro del territorio del Uruguay.  El capital mínimo exigido o "Responsabilidad Patrimonial Básica" para el establecimiento de un banco es 130 millones de UI, equivalente a 13,8 millones de dólares EE.UU. (al 31 de diciembre de 2010).  Para poder iniciar sus operaciones, los bancos deben integrar previamente la totalidad de la Responsabilidad Patrimonial Básica que deben mantener en activos radicados en el Uruguay. 

104. Las instituciones financieras externas (IFEs) o banca off-shore se rigen por el Decreto-Ley No 15.322 y sus modificaciones, el Decreto No 381/989, del 16 de agosto de 1989 y sus modificaciones
, el Decreto No 614/992 y el Libro VI de la Recopilación de Normas de Regulación y Control del Sistema Financiero.  Las IFEs están habilitadas para realizar todas las actividades de intermediación financiera, incluida la recepción de depósitos a la vista y en cuenta corriente, en moneda extranjera, siempre que operen exclusivamente con no residentes.  Su sede debe estar en el Uruguay.  Para instalarse en el país deben obtener la autorización previa del Poder Ejecutivo y la habilitación del BCU.  Las IFEs pueden ser sucursales de bancos extranjeros o constituirse en el Uruguay como sociedades anónimas por acciones nominativas, que sólo pueden ser propiedad de bancos.  Para comenzar sus operaciones, las IFEs deben integrar la totalidad de la Responsabilidad Patrimonial Básica exigida que es de 4,5 millones de dólares EE.UU., debiendo mantener un depósito en el BCU por 500.000 dólares EE.UU. o su equivalente en valores públicos nacionales nominados en moneda extranjera y cotizables en bolsas de valores.  Las IFEs están exoneradas de toda clase de impuestos. 

105. El Fondo de Garantía de Depósitos (FGDB), creado por la Ley No 17.613, de 27 de diciembre de 2002 a raíz de la crisis financiera de ese año, tiene como objeto garantizar los depósitos de cualquier naturaleza realizados por personas físicas o jurídicas en las instituciones de intermediación financiera, y está constituido principalmente con los aportes de los bancos y de las cooperativas de intermediación financiera.  El Decreto No 103/005, de 7 de marzo de 2005, reglamentó el funcionamiento del FGDB, estableciendo los límites de cobertura y los aportes que deben realizar las instituciones que en él participan.  El FGDB garantiza hasta el equivalente de 5.000 dólares EE.UU. para el total de los depósitos denominados en moneda extranjera y hasta el equivalente de 250.000 UI (unos 26.612 dólares EE.UU. al 31 de diciembre de 2010) para el total de los depósitos en moneda nacional, por persona (ya sea física o jurídica) y por institución.  Desde 2008, la COPAB es responsable de la administración del FGDB.

106. De acuerdo con las normas de suficiencia de capital que rigen en el Uruguay, además del requerimiento de capital básico mencionado supra, existe un requerimiento de capital por activos y contingencias
, y otro por los riesgos de crédito
 y mercado
, el mayor de los cuales determina el capital mínimo a mantener.   La normativa contempla parcialmente los postulados del Convenio de Basilea II y en 2009 la SSF puso en marcha un proceso para adoptar los mismos en forma integral;  según la "hoja de ruta" preparada para tal efecto, se espera culminar la implementación de los Pilares I, II y III de Basilea II en 2014.
  Las autoridades han indicado que el grado de avance de este proceso se ajusta a lo planificado.  

107. Durante el período examinado, el Uruguay ha adoptado e implementando medidas dirigidas a reforzar el marco de regulación prudencial del sistema financiero, entre las que destacan:  el nuevo sistema de clasificación y previsionamiento de los riesgos crediticios (abril de 2006), el establecimiento de requerimientos mínimos de capital por riesgo de mercado y la modificación de los requerimientos de capital por riesgo de crédito (junio de 2006), el régimen de liquidez con objetivos prudenciales (mayo de 2007), la vigencia total de las nuevas restricciones sobre concentración de riesgos aprobadas en octubre de 2003 (julio de 2008), la obligación de los bancos de contar con un sistema integrado de gestión de riesgos (julio de 2008) y las modificaciones en la regulación de los auditores externos de las entidades supervisadas en materia de prestación de servicios distintos a los de auditoría, rotación obligatoria y límites a los ingresos obtenidos de una entidad (enero de 2009).  En 2009, se introdujeron modificaciones a las normativas para mejorar la protección de los consumidores de servicios financieros y la transparencia en la información, así como disposiciones sobre las actividades de las instituciones que prestan servicios relacionados con instrumentos financieros emitidos por terceros.
  La SSF ha ejercido la supervisión de las entidades financieras, mediante tres procesos:  la supervisión in situ, la supervisión a distancia y el seguimiento de las recomendaciones para asegurar la solución temprana de las debilidades detectadas.  

108. En materia de servicios bancarios y otros servicios financieros, en el marco del AGCS el Uruguay asumió compromisos con respecto al suministro de servicios de depósito de grandes cantidades, otros servicios bancarios de depósito, servicios financieros de arrendamiento con opción a compra, préstamos personales a plazo y los servicios de tarjetas de crédito.  No consignó limitaciones con respecto al acceso a los mercados a través de los modos 1 (suministro transfronterizo) y 2 (consumo en el extranjero), mientras que el establecimiento de bancos se sujeta al requisito de presencia comercial (modo 3) bajo la forma de una sociedad anónima con acciones nominativas o una sucursal de un banco extranjero.  Como se indicó arriba, la limitación cuantitativa al número de bancos impuesta por el Decreto No 15.322 y consignada en la lista de compromisos específicos del Uruguay, fue derogada en 2008.  Una nota horizontal aclara que la autorización para prestar todo tipo de servicio financiero puede ser "denegada por motivos cautelares, entre ellos las condiciones en que se encuentra el mercado".
 

c) Seguros

Características generales

109. A diciembre de 2010, el mercado uruguayo de los seguros comprendía la empresa estatal BSE y 15 compañías privadas, la mayor parte de ellas subsidiarias de empresas extranjeras, que participan en diferentes ramas de actividades.  No había ninguna empresa de reaseguros instalada en el país.  A fines de 2010, la rama de seguros de vehículos mantenía el liderazgo en el mercado con el 32 por ciento del total de la producción de seguros directos, impulsada por la entrada en vigor del Seguro Obligatorio de Automóviles en agosto 2009 y el aumento de las ventas de vehículos nuevos;  le seguían los seguros de accidentes de trabajo (24 por ciento), los seguros de vida no previsional (13 por ciento) y los seguros de vida previsional (11 por ciento).  Las primas cedidas en reaseguro (incluidas las cesiones proporcionales y no proporcionales) constituyeron el 9 por ciento de la producción de seguros directos en 2010, por lo que el nivel de retención de la totalidad de las ramas se ubicó en 91 por ciento.
  

110. En 2010, el mercado de seguros uruguayo generó utilidades por 68 millones de dólares EE.UU. y creció a una tasa real del 6,6 por ciento con respecto a 2009, siendo la rama de seguros de vida previsional la que registró el mayor crecimiento (46 por ciento), seguida de la rama automotriz (9 por ciento).  En 2010, la prima neta devengada se situó en 617 millones de dólares EE.UU., lo que equivalió a alrededor del 1,5 por ciento del PIB.

111. Al cierre de 2010, los activos de la totalidad de las empresas de seguros alcanzaron 35.009 millones de pesos (1.742 millones de dólares EE.UU.), de los cuales el 78 por ciento correspondió a activos financieros, principalmente valores emitidos por el Estado Uruguayo.  El patrimonio neto total del mercado de seguros directos al 31 de diciembre de 2010 ascendió a 7.807 millones de pesos (unos 388.46 millones de dólares EE.UU.).  En materia de solvencia, en 2010 las empresas aseguradoras en conjunto tenían un patrimonio que representó 2,95 veces el capital mínimo requerido por la reglamentación prudencial.
  
112. No obstante la desmonopolización del mercado de los seguros en 1993, que resultó en el mejoramiento de los servicios y la reducción de los precios, sigue existiendo una fuerte participación pública en el sector a través del Banco de Seguros del Estado (BSE) que representa aproximadamente un 57,3 por ciento del mercado (excluida la rama de accidentes del trabajo).  Le siguen las compañías privadas Royal & Sun Alliance Seguros (Uruguay) con el 10,9 por ciento y Porto Seguro (Seguros del Uruguay) con el 7,7 por ciento.  A nivel de ramas, el BSE mantiene el monopolio legal en el segmento de los seguros de accidentes del trabajo (seguro obligatorio), además de mantener el monopolio de facto en las ramas de seguros de crédito a las exportaciones y seguros de vida previsional; no existen limitaciones legales para que otras compañías soliciten y puedan obtener autorización para ofrecer seguros de crédito a las exportaciones y seguros de vida previsional.  En lo que toca a la rama de seguros de vida no previsional, el BSE representa una cuarta parte del mercado y en la rama de vehículos el 54,8 por ciento.
  A fines de 2010, el BSE reportó un activo de 1.357 millones de dólares EE.UU.

Marco normativo

113.  La actividad aseguradora en el Uruguay se rige principalmente por la Ley No 16.426, de 14 de octubre de 1993 (Ley de Desmonopolización de los Seguros) y sus modificaciones (Ley No 16.851, de 15 de julio de 1997 y Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001), por el Decreto No 530/93, de 25 de noviembre de 1993 y el Decreto No 354/994, de 17 de agosto de 1994 que reglamenta la Ley No 16.426 (modificado por el Decreto No 108/008, de 25 de febrero de 2008), así como por las resoluciones y circulares emitidas por el órgano regulador (Recopilación de Normas de Seguros y Reaseguros y comunicaciones que la reglamentan). 
114. La Ley No 16.426 derogó el monopolio estatal del BSE y liberalizó la actividad aseguradora, posibilitando la contratación de seguros sobre todos los riesgos con empresas aseguradoras privadas.  No obstante, la ley mantuvo el monopolio del BSE sobre los seguros relativos a accidentes de trabajo y a enfermedades profesionales a que se refiere la Ley No 16.074, de 10 de octubre de 1989.  
115. Adicionalmente, la Ley No 16.426 creó la Superintendencia de Seguros y Reaseguros (SSR) como órgano de control de las actividades de la industria aseguradora, dotándola de atribuciones de supervisión y fiscalización para tal efecto.  Sin embargo, mediante la adopción de modificaciones a la Carta Orgánica del BCU se creó la SSF, que consolidó la regulación y supervisión de todas las actividades financieras, incluidas las de las compañías de seguros y reaseguros, asumiendo a partir de marzo de 2009 las funciones que antes ejercían la SSR y otros entes reguladores (supra iii) b)).  
116. Conforme a la Ley No 16.426 y su Decreto Reglamentario (Decreto No 354/994), toda actividad de seguros y reaseguros requiere de la autorización previa del Poder Ejecutivo, con asesoramiento del BCU, así como de la habilitación del órgano de control, actualmente la SSF.  La normativa dispone que, para desarrollar la actividad aseguradora, las empresas deban instalarse en el Uruguay como sociedades anónimas con acciones nominativas y objeto exclusivo.  La transferencia de acciones entre empresas también requiere autorización previa del órgano de control.  
117. Las compañías aseguradoras pueden operar simultáneamente en todas las ramas de seguros, ya sea de vida o generales, en la medida que cumplan con los requisitos de capital mínimo para cada una de ellas.  Sin embargo, para operar en la rama de vida previsional se debe contar previamente con la autorización para operar en la rama de vida.  No se aplican límites a la participación extranjera en compañías nuevas o existentes, a condición de que se constituyan como sociedades anónimas en el Uruguay.  No se permite el establecimiento de sucursales u oficinas de representación de empresas de seguros extranjeras para desarrollar actividades de seguros en el país.
118. La Ley No 16.426 dispone que los contratos de seguros que cubran riesgos que puedan acaecer en el territorio uruguayo sólo puedan ser celebrados con empresas instaladas y debidamente autorizadas en el Uruguay.  Sin embargo, la misma ley exceptúa a los seguros relativos al transporte y comercio internacionales, en lo que respecta a la mercadería transportada, de la obligación de contratar con empresas instaladas en el país.
  Además, la Ley No 16.426 (modificada por el artículo 269 de la Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001) establece que, con excepción de los buques mercantes y toda construcción flotante, autopropulsada o no, de carácter civil de bandera nacional, todos los demás vehículos o medios utilizados para el transporte de personas o bienes de matrícula o bandera uruguaya, sólo podrán asegurarse con empresas instaladas y autorizadas en el Uruguay.  La excepción no comprende a las unidades que integran la flota pesquera.
119. La SSF ejerce el control de la solvencia de las empresas aseguradoras y dicta los requisitos de capital mínimo que éstas deben acreditar para poder realizar sus operaciones en el Uruguay.  Por capital mínimo se entiende el monto mayor entre el capital básico (monto fijado según el tipo y número de ramas en que se opere) y el margen de solvencia (determinado en función de las primas y siniestros involucrados en la actividad).
  A partir de la emisión de la Circular No 2087, de 23 de junio de 2011
, el capital básico es el equivalente en moneda nacional a 10.000.000 de UI, aproximadamente 1.125.000 dólares EE.UU. al valor del 30 de septiembre de 2011.
  Dicho capital se exige para cualquiera que sea la rama en que opere la empresa aseguradora, y si se propusiera operar en más de una rama, se exige un capital adicional de 1/6 (un sexto) del citado monto.  Además, las aseguradoras que operan seguros previsionales deben acreditar un capital básico adicional al capital básico ya acreditado para operar en la rama de seguros de vida, que se reajusta de igual forma y equivale a 6.400.000 de UI (720.000 dólares EE.UU. al 30 de septiembre de 2011).

120. La SSF regula también la constitución de reservas técnicas y las posibilidades de inversión de las empresas aseguradoras.  Respecto de éstas últimas, existen normas de valuación y diversificación de los activos que componen el portafolio de inversión de las empresas, que también fueron modificadas por la Circular No 2087, de 23 de junio de 2011, y se encuentran en la Recopilación de Normas de Seguros y Reaseguros del BCU.
121. La actividad de las empresas reaseguradoras se sujeta a las mismas normas aplicables a las empresas de seguros, salvo en lo que respecta al capital básico que es 10 veces superior al capital básico de aquellas, para una sola rama (unos 11.250.000 dólares EE.UU. al 30 de septiembre de 2011), independientemente de la cantidad de ramas en que se actúe.  

122. En 2010 se modificaron las normas de contratación de reaseguros con empresas no instaladas en el Uruguay, estableciéndose los requisitos que debe cumplir dicha contratación para ser considerada para la constitución de reservas técnicas, cálculo del capital mínimo, determinación del patrimonio neto para acreditación del capital mínimo y obligaciones no previsionales.  Se dispuso que, a esos efectos, las empresas reaseguradoras deban contar con una calificación de riesgo internacional igual o superior a "A-" o su equivalente.  Anteriormente se admitía el cómputo del reaseguro si se contrataba con empresas o corredores inscritos en los registros de empresas aseguradoras no instaladas en el país y de corredores de reaseguros de empresas no instaladas en el país que antes llevaba la SSR y que fueron eliminados.

123. Conforme al Decreto No 354/994, las empresas aseguradoras deben poner en conocimiento del órgano de control los textos de las pólizas, cláusulas y demás anexos previamente a su utilización en el mercado.  Las primas y tarifas son determinadas libremente por las empresas aseguradoras, con excepción de la renta vitalicia previsional, para la que se fijan primas máximas.  

124. En materia fiscal, cabe señalar que los contratos de seguros y reaseguros relativos a los riesgos de muerte, vejez, invalidez, enfermedades y lesiones personales se encuentran exonerados del IVA de conformidad con el Decreto No 354/994, que a su vez reglamenta al Artículo de 12 de la Ley No 16.426.  Sin embargo, con objeto de financiar el Servicio Nacional de Sangre, se aplica un impuesto de hasta el 2 por ciento sobre las primas de seguros o capitalización, en las operaciones que se realicen en territorio del Uruguay.
  

125. Entre los cambios a la normativa de la actividad aseguradora durante el período examinado, destaca la regulación emitida en la Circular No 2087 de 23 de junio de 2011, que ajustó los requerimientos de capital e introdujo modificaciones en lo relativo a las inversiones permitidas y la diversificación de los activos de las empresas aseguradoras.  Otros cambios importantes son la revisión del régimen informativo y sancionatorio de las empresas de seguros (2010) y la introducción del Seguro Obligatorio para Automóviles (SOA) en 2009.  En cuanto a la primera, se instrumentó una vía electrónica de recepción de información de las empresas aseguradoras (eliminándose el papel) y se desarrolló un nuevo régimen sancionatorio para dichas empresas.  En cuanto a la segunda, la Ley de SOA (No 18.412, de 17 de noviembre de 2008), que entró en vigor en agosto de 2009, estableció la obligatoriedad de contratar un seguro de responsabilidad civil que ampare los daños personales causados a terceros (lesión y muerte) como consecuencia de accidentes causados por vehículos automotores.  Los propietarios de vehículos automotores deben contratar este seguro como condición necesaria para la circulación de sus vehículos.
  La introducción del SOA parece haber impulsado las ventas de seguros de automóvil tanto por parte de la empresa estatal BSE como de las compañías privadas, en la medida en que sólo un 45 por ciento del parque vehicular ya contaba con la póliza a la fecha de entrada en vigencia de la mencionada ley.
 

126. En el marco del AGCS, el Uruguay asumió compromisos únicamente con respecto a los seguros de vehículos motorizados;  seguros de transporte marítimo, aéreo y de otro tipo de transporte;  seguros de fletes y algunos servicios auxiliares (servicios de consultores de seguros y pensiones, y servicios actuariales).  No consignó compromisos con respecto a otros tipos de seguros, por ejemplo, seguros de vida y otras ramas de seguros generales.  En general, el suministro de servicios de seguros a través de los modos 1 (suministro transfronterizo), 2 (consumo en el extranjero) y 4 (presencia de personas físicas) se dejó sin consolidar en lo relativo a acceso al mercado, mientras que la presencia comercial (modo 3) está sujeta al requisito de organización como sociedades anónimas uruguayas.  El Uruguay asumió obligaciones de trato nacional sin limitaciones para el suministro de servicios de seguros consignados en su lista de compromisos bajo los modos 1, 2 y 3.  No consignó limitaciones de acceso al mercado o trato nacional para el suministro de servicios actuariales y de consultores en seguros y pensiones, excepto en el caso de la presencia de personas físicas prestadoras de servicios.  Al igual que en el caso de los servicios bancarios y otros servicios financieros, la autorización para prestar servicios de seguros puede ser denegada por motivos cautelares, entre ellos las condiciones en que se encuentra el mercado.

iv) Transporte aéreo y aeropuertos

a) Características generales

127. El sector del transporte aéreo del Uruguay ha tenido avances positivos en los últimos años.  La inauguración del nuevo Aeropuerto Internacional de Carrasco en 2009, uno de los más modernos de la región, y la aplicación a éste
 del régimen tributario especial para el tratamiento de mercancías previsto en la Ley de Puertos (véase v) b) infra), potencian sus ventajas como centro de distribución de cargas en la región.  Otro aspecto positivo fue el notable aumento (más de un 60 por ciento) en el tráfico de pasajeros en el Aeropuerto Internacional de Carrasco entre 2005 y 2011.

128. El Uruguay cuenta con alrededor de 15 aeropuertos en los que se pueden realizar operaciones comerciales.  De ellos, nueve son aeropuertos internacionales según la normativa uruguaya.  El principal aeropuerto del país es el Aeropuerto Internacional de Carrasco "Gral. Cesáreo L. Berisso" (en el Departamento de Canelones), que ha sido objeto de importantes obras de ampliación en años recientes (véase infra).  En 2010, fueron transportadas por el Aeropuerto Internacional de Carrasco unas 27.395 toneladas de carga, mientras que el número de pasajeros, tanto en vuelos nacionales como internacionales, ascendió a 1,6 millones, comparado con 1,1 millones de pasajeros en 2005.
  Otro aeropuerto importante es el Aeropuerto de Laguna de Sauce en Punta del Este.

129. A mediados de 2011 había 15 compañías aéreas de transporte nacional e internacional que ofrecían servicios regulares en el Uruguay.
  Además, operaban 14 compañías de carga, tanto uruguayas como extranjeras.
  PLUNA (Líneas Aéreas Uruguayas S.A.) es la principal línea aérea nacional.
  En julio de 2007, PLUNA fue parcialmente privatizada al adquirir el consorcio Leadgate el 75 por ciento de las acciones de la empresa, mientras que el Estado Uruguayo mantuvo el 25 por ciento restante.
  A raíz de dicha operación, PLUNA ha renovado enteramente su flota y ha expandido sus servicios a nuevos destinos.  

b) Marco normativo

Servicios de transporte aéreo

130. Corresponde al Poder Ejecutivo la facultad de establecer la política de transporte aéreo público;  para tal efecto, es asesorado por la Junta Nacional de Aeronáutica Civil, creada por el Decreto No 267/006, de 15 de agosto de 2006.  La Junta es presidida por el MTOP y está integrada por los Ministerios de Defensa Nacional, Relaciones Exteriores, Turismo y Deporte, Economía y Finanzas, e Industria, Energía y Minería, como miembros permanentes.  Otras atribuciones de la Junta incluyen:  representar al Uruguay en las negociaciones internacionales sobre transporte aéreo;  intervenir en la autorización o concesión de servicios de transporte aéreo a empresas nacionales y extranjeras, así como en la revocación, suspensión o declaración de caducidad de las mismas;  desarrollar estudios, planes y programas para el sector;  proponer medidas para que la concurrencia entre empresas de transporte aéreo se desarrolle en forma eficiente y sustentable;  y evaluar el cumplimiento de las normas y proponer los cambios pertinentes.
 

131. La Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica (DINACIA), que depende del Ministerio de Defensa Nacional, es la autoridad aeronáutica a que se refiere el Código Aeronáutico.  La DINACIA está a cargo de la supervisión y control de la actividad aeronáutica civil en el Uruguay, así como de todos los aspectos normativos de la aviación civil, en particular administrar y mantener los servicios de control de tránsito aéreo (incluidos los sistemas de seguridad del sistema aéreo), analizar y proponer políticas para el sector y coordinar los planes nacionales e internacionales con los demás organismos del Estado involucradas en el sector.  Sus atribuciones en materia de seguridad operacional se establecen en la Ley No 18.169 de 2009 (véase infra).

132. El marco normativo que regula el transporte aéreo y los servicios vinculados con la utilización de aeronaves públicas y privadas en el Uruguay comprende principalmente el Código Aeronáutico (Decreto Ley No 14.305, de 29 de noviembre de 1974), la Ley de Seguridad Operacional de la Aeronáutica Civil (No 18.619, de 23 de octubre de 2009), la Ley de Fomento de la Aviación Nacional (No 9977, de 5 de diciembre de 1940), los decretos de normas de política aeronáutica del Poder Ejecutivo y las resoluciones de la DINACIA.

133. Durante el período examinado se aprobó la Ley de Seguridad Operacional de la Aeronáutica Civil (octubre de 2009) que otorgó amplias atribuciones a la DINACIA para ejercer la  supervisión de la seguridad operacional de la actividad aeronáutica civil.  Estas facultades incluyen:  expedir certificados de aeronavegabilidad y de explotador de servicios aéreos;  expedir certificados o autorizaciones a los operadores de aeropuertos, organizaciones de mantenimiento y de entrenamiento;  expedir licencias o habilitaciones a todo el personal aeronáutico;  emitir instructivos de políticas particulares o sectoriales y circulares en materia de seguridad o todo asunto de su competencia;  y realizar investigaciones, verificaciones e inspecciones de aeronaves, instalaciones, servicios y personas vinculados con la actividad aeronáutica, que se requieran por razones de seguridad operacional.  

134. El Código Aeronáutico declara de interés nacional la circulación aérea y el transporte de personas y cosas.  El código establece que la inscripción de una aeronave en el Registro Nacional de Aeronaves confiere a dicha aeronave la nacionalidad uruguaya.  Para solicitar la inmatriculación de aeronaves, sus propietarios deben estar domiciliados en el Uruguay.  En caso de tratarse de un condominio, la condición de domicilio debe cumplirse respecto del 51 por ciento de los copropietarios cuyos derechos superen el 51 por ciento del valor de la aeronave.  Las empresas nacionales (aquéllas constituidas en el Uruguay con al menos un 51 por ciento del capital con domicilio en el país) sólo pueden operar aeronaves de matrícula uruguaya, salvo que para asegurar la prestación de los servicios o por razones de conveniencia nacional, la autoridad aeronáutica permita la utilización de aeronaves de matrícula extranjera.  En las aeronaves nacionales sólo pueden ejercer funciones los ciudadanos uruguayos, excepto disposición expresa en contrario de la autoridad competente.    

135. A raíz de la promulgación de la Ley No 18.058, de 28 de noviembre de 2006 (que modificó el artículo 113 del Código Aeronáutico), la Autoridad Aeronáutica puede autorizar a empresas extranjeras la realización de servicios aéreos internos (cabotaje), siempre que los mismos derechos sean otorgados en reciprocidad.  A menos que el Estado los explote directamente, los servicios aéreos internos de transporte de pasajeros, correo y carga deben ser realizados mediante concesión o autorización.  

136. Las empresas uruguayas que presten servicios de transporte internacional están sujetas al régimen de concesión o autorización, conforme determine en cada caso el Poder Ejecutivo.  Las empresas extranjeras pueden realizar servicios de transporte aéreo internacional en el marco de los convenios internacionales suscritos por el Uruguay, previa concesión o autorización del Poder Ejecutivo;  además, se les exige establecer un agente y constituir domicilio a todos los efectos legales en el Uruguay y someterse expresamente a la jurisdicción nacional.  Cuando se trate de servicios de transporte público internacional, la concesión o autorización que se otorgue a empresas extranjeras debe contener obligaciones al menos iguales que las impuestas a empresas nacionales que presten servicios similares. 

137. El Uruguay ha suscrito varios convenios internacionales relativos al transporte aéreo, incluido el Convenio sobre la Aviación Civil Internacional (Convenio de Chicago) de 1944 y sus diversos protocolos de enmienda y anexos.
  El Uruguay también participa en el Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales (Acuerdo de Fortaleza) entre la Argentina, el Brasil, el Paraguay, el Uruguay, el Estado Plurinacional de Bolivia, Chile y el Perú.

138. El Uruguay persigue una política de cielos abiertos y la celebración de acuerdos bilaterales de servicios aéreos con las máximas libertades posibles, basados en la reciprocidad.  En efecto, el Uruguay ha concluido acuerdos bilaterales de servicios aéreos con más de 30 países de América, Europa, Medio Oriente y África.
  La mayoría de estos acuerdos permiten hasta la quinta libertad, pero algunos van más allá.  Por ejemplo, las autoridades indicaron que el Uruguay ha concluido acuerdos de apertura de derechos de tráfico con Chile (novena libertad), el Paraguay (novena  libertad), los Emiratos Árabes Unidos (novena libertad), los Estados Unidos (sexta libertad), Panamá (sexta libertad), la República Dominicana (sexta libertad), Qatar y Kuwait.  Además, el Uruguay está negociando un acuerdo de libertades amplias con Singapur.   En particular, las autoridades señalaron la participación del Uruguay en el Acuerdo Multilateral de Cielos Abiertos para los Estados Miembros de la Comisión Latinoamericana de Aviación Civil (CLAC), abierto a la firma en noviembre de 2010 en la República Dominicana.  El Uruguay, al igual que Chile, firmó el Acuerdo sin reservas en esa fecha y se comprometió a dar cumplimiento provisional y administrativo a todas las disposiciones del acuerdo desde el momento de su firma.  El Acuerdo prevé la múltiple designación de líneas aéreas;  las líneas aéreas designadas pueden determinar libremente la frecuencia y la capacidad de los servicios de transporte aéreo internacional que ofrecen, así como las tarifas.  El Acuerdo prevé el otorgamiento de plenos derechos de tráfico entre los Estados Partes y con terceros países hasta la sexta libertad, así como la séptima libertad para los servicios de carga exclusiva y para los servicios combinados de pasajeros y carga;  y el derecho de cabotaje (octava y novena libertades).  Los Estados Parte tienen la posibilidad de formular reservas.

Aeropuertos y servicios auxiliares

139. Corresponde al Estado uruguayo la propiedad de los aeropuertos del país.  La Unidad de Control de Gestión Integral de Aeropuertos y Concesiones Aeroportuarias de la DINACIA tiene a su cargo la administración y supervisión de todos los aeropuertos y aeródromos, con excepción de los militares.  No obstante, la normativa permite el otorgamiento de concesiones para la administración de aeropuertos a empresas privadas mediante subastas, como ha ocurrido con los Aeropuertos de Carrasco (Montevideo) y Laguna del Sauce (Punta del Este).

140. En noviembre de 2003, se otorgó una concesión para la explotación de los servicios aeroportuarios del Aeropuerto Internacional de Carrasco Gral. Cesáreo Berisso a un consorcio privado.  La concesión tiene una duración de 20 años con opción a 10 años adicionales.  En diciembre de 2009, se abrió la nueva terminal del aeropuerto de Carrasco que tiene capacidad para servir a 4 millones de pasajeros anualmente y cuenta con las más modernas instalaciones.  También se ha construido una nueva terminal de cargas que ofrece servicios logísticos a los operadores comerciales.  

141. Las operaciones de carga y logísticas se han visto favorecidas por la aplicación de un régimen tributario especial, similar al previsto en la Ley de Puertos, al Aeropuerto Internacional de Carrasco mediante la Ley No 17.555, de 18 de septiembre de 2002 y el Decreto No 409/008, de 21 de agosto de 2008.  En el marco de este régimen, la terminal aérea de Carrasco cuenta con un recinto aduanero aeroportuario donde se pueden prestar diversos servicios logísticos de valor agregado para las mercancías en tránsito, siempre que no modifiquen la naturaleza de dichas mercancías.  Estos servicios incluyen el depósito, almacenamiento, reenvasado, remarcado, clasificado, consolidado y desconsolidado, fraccionamiento y manipuleo de las cargas y pueden realizarse sin gestionar autorizaciones ni trámites formales ante la aduana.  La circulación de las mercancías en el recinto aeroportuario es libre y el destino de las mercancías que ingresan al mismo puede ser cambiado libremente;  además las mercancías no están sujetas a restricciones, limitaciones o permisos.
  Lo anterior se traduce en ventajas operativas y aduaneras para las empresas que operan en el recinto aeroportuario, permitiendo una gestión simplificada y más eficiente de las cargas.  Se espera que el volumen de operaciones aumente en el futuro próximo y que el Aeropuerto de Carrasco se posicione como un centro de distribución de cargas a nivel regional.

142. Con respecto a los aeropuertos internacionales de Rivera, Salto y Colonia, inicialmente se tenía previsto realizar licitaciones para concesionar su administración al sector privado.  Sin embargo, a mediados de 2009, luego de efectuar una evaluación, la Junta Nacional de Aeronáutica Civil resolvió remitir al Parlamento dos proyectos de leyes que prevén otorgar la autorización al Poder Ejecutivo para contratar directamente con la agencia estatal Corporación Nacional para el Desarrollo, a fin de que ésta constituya una sociedad anónima abierta que tenga como objeto la administración, explotación y operación de los tres aeropuertos mencionados.  Los proyectos de ley se encontraban en trámite parlamentario al momento de redactar este informe.

143. Conforme al Decreto No 317/2003, de 4 de agosto de 2003, los precios de algunos servicios relacionados con el uso de los aeropuertos públicos deben ser aprobados por el Poder Ejecutivo, otros precios deben ser aprobados por la Unidad de Control de Gestión Integral de Aeropuertos y Concesiones Aeroportuarios, y una tercera categoría corresponde a precios fijados libremente por los contratistas que deben ser comunicados y verificados por la misma Unidad de Control.  Los precios vigentes de las tres categorías de servicios que se prestan en el Aeropuerto Internacional de Carrasco figuran en la Resolución No 019/10, de 15 de septiembre de 2010.
 

144. La explotación de toda actividad comercial aérea, incluso el establecimiento de una agencia o representación para la venta de pasajes, requiere de concesión o autorización.  No se aplican restricciones a la participación privada nacional o extranjera en la provisión de servicios auxiliares como los de mantenimiento y reparación de aeronaves, los cuales pueden contratarse en el extranjero.  El acceso al mercado sin restricciones y el trato nacional se aplica a todos los servicios auxiliares, excepto los de la navegación que están reservados al Estado.

145. En el marco del AGCS, el Uruguay no asumió ningún compromiso en materia de transporte aéreo, sin embargo sí adoptó compromisos con respecto a los servicios auxiliares de almacenamiento y depósito para todos los medios de transporte.  Estos quedaron consolidados en lo que se refiere al acceso de mercado y el trato nacional para los modos de suministro 1, 2 y 3, no siendo así para el modo 4.

v) Transporte marítimo y puertos

a) Características generales 

146. Más del 85 por ciento de las exportaciones e importaciones del Uruguay es transportado por vía marítima, de ahí la importancia crucial que tiene el sistema portuario en el comercio y la cadena logística del país.
  Los principales puertos comerciales del Uruguay, a saber, los puertos de Montevideo, Colonia y Sauce (en el Río de la Plata) y Nueva Palmira, Fray Bentos, Salto y Paysandú (en el Río Uruguay) son administrados por la entidad estatal ANP.
  Otros puertos públicos, principalmente de carácter deportivo, son administrados directamente por el MTOP, a través de la Dirección Nacional de Hidrografía.
  Existen además algunos puertos cuya administración y explotación está en manos privadas, ubicados en Nueva Palmira (Corporación Navíos y ONTUR) y en Fray Bentos (puerto UPM);  y en la ciudad de Carmelo se está construyendo una terminal portuaria. 

147.  El Puerto de Montevideo es la infraestructura portuaria más importante del país y por tanto constituye la principal puerta de entrada y salida para el comercio exterior uruguayo, movilizando entre un 35 y un 45 por ciento de la carga (sin contar la importación y exportación de combustibles a través del Canal de la Teja).  Dada su posición geográfica en el centro del mercado del MERCOSUR y en la entrada a la Hidrovía Paraguay-Paraná
, el Puerto de Montevideo es también un importante centro de transbordo regional;  del total de la carga movilizada, cerca de la mitad corresponde a operaciones de transbordo, y de éstas una parte importante son transbordos de o hacia la Argentina.
  

148. El volumen de operaciones del Puerto de Montevideo se ha multiplicado 2,5 veces durante la última década, creciendo a un ritmo más acelerado que el de otros puertos de la región.  Este aumento ha estado relacionado con el incremento del comercio exterior y con la apertura de la Terminal Cuenca del Plata en 2002, que es operada por una empresa privada en régimen de concesión.  En 2010, el tráfico del Puerto de Montevideo alcanzó un total de 672.000 TEUs movilizados, lo que lo situó en el lugar 19 del ranking de movimiento contenedorizado de América Latina y el Caribe.  En términos de toneladas, el puerto movilizó un total de 9,1 millones en 2010.
  En los primeros nueve meses de 2011, el tráfico movilizado ascendió a 675.926 TEUs.
  Además de su favorable posición geográfica, el Puerto de Montevideo tiene las ventajas de gozar de un régimen tributario especial para el tratamiento de las mercancías (véase infra) y tener costos y tiempos de tránsito competitivos a nivel regional.  No obstante, enfrenta grandes desafíos para responder a la creciente demanda en el comercio internacional y a la competencia de otros puertos importantes de la región.
   

149. El Uruguay cuenta con una flota mercante de tamaño bastante reducido.  En términos de tonelaje bruto (GT), a principios de 2010 la flota uruguaya tenía una capacidad de 109.000 toneladas, es decir, menos del 1 por ciento del tonelaje bruto total de los países en desarrollo del continente americano.
  De las 109.000 toneladas, el 10 por ciento correspondía a buques petroleros, el 6,4 por ciento a buques de carga general y el 1,8 por ciento a buques graneleros, en tanto que la mayor parte (80 por ciento) correspondía a "otro tipo de embarcaciones" (remolcadores y tráfico de bahía), incluidas las dedicadas al transporte internacional de pasajeros y vehículos.  No se cuenta con ningún buque de contenedores, en consecuencia, una parte sustancial del comercio exterior del Uruguay se lleva a cabo a través de buques de matrícula extranjera.

b) Marco normativo

Servicios de transporte marítimo 

150. La formulación de políticas, la reglamentación y la supervisión del transporte marítimo y fluvial es responsabilidad del MTOP, a través de la Dirección General de Transporte Fluvial y Marítimo.  El Ministerio de la Defensa Nacional, por medio de la Prefectura Nacional Naval, también tiene atribuciones en el sector relacionadas con la navegación, la seguridad marítima, la prevención de la contaminación y la salvaguarda de la vida humana en el mar. 

151. En términos generales, la legislación uruguaya en materia de transporte marítimo internacional se basa en el principio de libre navegación, sin embargo existen restricciones para el cabotaje.  La legislación permite también la aplicación de reservas de carga como instrumento de promoción de la marina mercante nacional o como contrapartida a medidas restrictivas de otro país. Sin embargo, la aplicación de la reserva de carga está suspendida por el Decreto No 31/994, de 25 de enero de 1994.  Asimismo, pueden aplicarse preferencias de carga basadas en el principio de reciprocidad.  Al momento de redactar este informe (noviembre de 2011), el Uruguay sólo aplicaba preferencias de carga al tráfico bilateral de pasajeros con la Argentina y al tráfico de carga con el Brasil.

152. Conforme a la Ley de Navegación y Comercio de Cabotaje (No 12.091, de 25 de enero de 1954), la navegación y el comercio de cabotaje dentro del Uruguay están reservados a buques de bandera nacional.  Sin embargo, el Poder Ejecutivo está facultado a permitir excepcionalmente a buques de bandera extranjera realizar servicios de cabotaje cuando no estén disponibles los buques de bandera uruguaya.  La Ley No 12.091 dispone que cuando las entidades de la administración pública liciten un servicio de transporte que pueda ser realizado por el cabotaje nacional en competencia con embarcaciones extranjeras, se otorgará a aquél un margen de preferencia del 10 por ciento en el flete.  

153. Para tener derecho a enarbolar el pabellón uruguayo, los buques mercantes deben estar inscritos en forma definitiva en el Registro Nacional de Buques.  La Ley de Buques Mercantes (No 16.387 de 27 de junio de 1993) establece los requisitos para gestionar la matrícula nacional ante la Dirección de Marina Mercante.  Conforme a la Ley No 18.498 de 30 de junio de 2009, se aplican restricciones en cuanto a la nacionalidad de la tripulación de los buques mercantes uruguayos:  el 90 por ciento de la oficialidad (incluidos el Capitán, el Jefe de Máquinas y el Radiotelegrafista) debe estar compuesta por ciudadanos uruguayos, así como no menos del 90 por ciento del resto de la tripulación deben ser ciudadanos uruguayos.   

154.  La Ley de la Marina Mercante (Decreto-Ley No 14.650, de 12 de mayo de 1977) establece incentivos fiscales y otras facilidades para promover el desarrollo de la marina mercante uruguaya.  Estos beneficios incluyen la exoneración de todo tributo a la importación de buques con un tonelaje superior a 1.000 toneladas o con un tonelaje menor pero que no puedan ser construidos en el país.  Además, los buques de bandera uruguaya gozan de la exoneración de todo tributo a la importación de partes, equipos, repuestos, combustibles y lubricantes necesarios a su explotación.  Asimismo, los combustibles y lubricantes que consuman están exentos del IMESI, y las empresas navieras que operen con buques mercantes uruguayos están exoneradas del IRAE, del IVA, y se excluye al buque del Impuesto al Patrimonio. 

155. Para gozar de los beneficios de la Ley de la Marina Mercante, los buques de bandera uruguaya que operan un tráfico autorizado por el MTOP deben cumplir los siguientes requisitos:  a) cuando sean propiedad de personas físicas, éstas deben acreditar que son ciudadanos uruguayos y tienen su domicilio en el Uruguay;  y b) cuando sean propiedad de personas jurídicas deben acreditar que:  tienen su domicilio social en el Uruguay, el control y la dirección de la empresa está en manos de ciudadanos uruguayos, tienen un representante acreditado y domiciliado en el territorio nacional y están al día en sus obligaciones sociales y tributarias.  Los buques de bandera nacional que operan servicios de cabotaje dentro del Uruguay deben cumplir las siguientes condiciones:  a) en el caso de ser propiedad de personas física, éstas deben acreditar su nacionalidad uruguaya y su domicilio en el país;  y b) cuando sean propiedad de empresas deben acreditar que:  la mitad más uno de los socios son ciudadanos uruguayos domiciliados en el país, por lo menos el 51 por ciento de las acciones nominativas con derecho a voto son propiedad de ciudadanos uruguayos, la empresa está controlada y dirigida por nacionales uruguayos y están al día en sus obligaciones sociales y tributarias.
 

156. Mediante el Fondo de Fomento de la Marina Mercante (creado por la Ley No 14.100, de 29 de diciembre de 1972 y reglamentado por el Decreto-Ley No 14.650) se pueden conceder préstamos para la construcción de buques y para reparaciones mayores, renovación, transformación y modernización de los mismos, así como para la adquisición de nuevas unidades (de menos de 15 años de antigüedad).  Las autoridades indicaron que no se otorgaron préstamos durante el período examinado. 

157. El Uruguay es signatario de diversos acuerdos y convenios internacionales de transporte marítimo, incluidos el Convenio de Naciones Unidas sobre el Código de Conducta para las Conferencias Marítimas (1974), la Convención de la Organización Marítima Internacional (1948), el  Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS) de 1974 y sus protocolos.
  A nivel regional, el Uruguay forma parte del Convenio Interamericano para Facilitar el Transporte Acuático Internacional (1963) y del Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay-Paraná y sus protocolos adicionales.
  Este Acuerdo fue concluido entre la Argentina, el Brasil, el Estado Plurinacional de Bolivia, el Paraguay y el Uruguay con el objetivo de facilitar la navegación y el transporte fluvial comercial a través de la Hidrovía Paraguay-Paraná (Puerto de Cáceres-Puerto de Nueva Palmira) y disminuir los costos del transporte entre los países parte.  El instrumento establece disposiciones para la navegación, el comercio y el transporte de personas y mercancías por la Hidrovía, así como una reserva de carga regional.  Además, el Uruguay y la Argentina han incorporado al régimen de la Hidrovía un tramo del Río Uruguay a través de un intercambio de Notas Reversales en febrero de 1997.  

158. El Uruguay mantiene un convenio bilateral para el transporte de cargas marítimas recíprocas con Brasil (1975), así como un convenio sobre Transporte por Agua con la Argentina que prevé el transporte fluvial de pasajeros y vehículos entre los puertos de ambos países en buques de bandera argentina y buques de bandera uruguaya, pero que excluye el cabotaje interno (1994).  Mediante la Ley No 18.811, de 23 de septiembre de 2011, el Parlamento Uruguayo ratificó el Acuerdo de la Hidrovía Uruguay-Brasil sobre el transporte fluvial y lacustre (Laguna Merin) de carga y pasajeros.  Este acuerdo reserva para las naves de bandera de ambos países la realización del transporte en condiciones de igualdad y reciprocidad.  Según un estudio reciente, los acuerdos bilaterales entre los países del MERCOSUR tienen un impacto sobre la competitividad relativa de los puertos y los servicios navieros en la región.  En particular, las restricciones sobre cabotaje y las estrategias de las compañías navieras para hacerles frente explican en parte el desarrollo de las operaciones de transbordo en el Puerto de Montevideo.
  

Servicios portuarios

159. Con la adopción de la Ley de Puertos en 1992 (Ley No 16.246, de 8 de abril de 1992), el Uruguay instrumentó una profunda reforma portuaria, que puso fin al monopolio de la ANP sobre la prestación de los servicios portuarios e instauró un régimen tributario especial para el tratamiento de mercancías en el Puerto de Montevideo.  La Ley declara que la prestación de servicios portuarios eficientes y competitivos es un objetivo prioritario para el desarrollo del Uruguay y permite la prestación de servicios portuarios por parte de empresas privadas mediante la obtención de concesiones, permisos o autorizaciones.
  Los puertos en sí siguen siendo propiedad del Estado. 

160. La Ley de Puertos también redefinió el papel de la ANP como el organismo responsable de regular, administrar, controlar, vigilar, mantener y desarrollar la infraestructura de los puertos bajo su jurisdicción (véase supra) y asesorar al Poder Ejecutivo en materia portuaria.  Asimismo, con la aprobación del Poder Ejecutivo, la ANP se encarga de otorgar las concesiones, permisos y autorizaciones para el suministro de servicios portuarios o el uso del dominio portuario, y supervisa los precios de los servicios que prestan las empresas concesionarias.  Las concesiones y autorizaciones se otorgan mediante un procedimiento de licitación pública o abreviada, según el caso.
  Los proveedores extranjeros pueden prestar servicios en los puertos uruguayos siempre que estén establecidos en el país.

161. La Ley de Puertos permite la libre circulación de mercancías dentro del recinto aduanero portuario sin exigencia de autorizaciones ni trámites formales, así como el libre cambio de destino de las mismas, estando éstas durante su permanencia en dicho recinto libres de todo tributo o recargo a la importación.  Se permite realizar sobre las mercancías en tránsito operaciones de depósito, 
re-envasado, remarcado, clasificado, agrupado y desagrupado, consolidado y desconsolidado, manipuleo y fraccionamiento, así como servicios de valor agregado que no modifiquen la naturaleza de las mercancías.  Estas pueden permanecer en el recinto aduanero portuario por un período ilimitado.  Cuando sean introducidas al territorio aduanero nacional se consideran como importaciones y están sujetas a los pagos y trámites aplicables.

162. La Ley de Puertos está reglamentada por el Decreto No 412/992, de 1º de septiembre de 1992, que entre otros aspectos, establece los objetivos y los instrumentos de la política portuaria.  La normativa sectorial también comprende el Reglamento de Habilitación de Empresas Prestadoras de Servicios Portuarios (Decreto No 413/992, de 1° de septiembre de 1992) y su ampliación (Decreto No 105/993, de 2 de marzo de 1993), el Régimen General de los Servicios Portuarios (Decreto No 57/994, de 8 de febrero de 1994), el Reglamento de Puertos Libres Uruguayos y su Relación con los Organismos de Control del Estado (Decreto No 455/994, de 6 de octubre de 1994) y el Reglamento de Operaciones Portuarias y de Capitanía de Puerto (Decreto No 183/994, de 22 de abril de 1994).  No ha habido cambios fundamentales a la normativa portuaria durante el período examinado.

163. El Poder Ejecutivo fija los límites máximos de las tasas cobradas por los prestadores de servicios portuarios, previa recomendación de la ANP.  Dentro de esos límites, los operadores fijan sus tarifas atendiendo a las condiciones del mercado.  Después de varios años de mantenerse sin cambios, las tarifas en dólares cobradas por el Puerto de Montevideo por uso de puerto y por movilización de contenedores de transbordo se incrementaron en un 20 por ciento en septiembre de 2011.
   

164. Dado el limitado tamaño de su mercado, un eje fundamental de la política portuaria del Uruguay ha sido transformar al Puerto de Montevideo en un centro regional de distribución de cargas y puerta de entrada del comercio de los países sin litoral de la región.  Para tal efecto se han realizado inversiones para ampliar el puerto, incluyendo trabajos de dragado para profundizar el canal de acceso.  También se busca potenciar la participación de otros puertos uruguayos en los circuitos internacionales de transporte.  En este sentido, las acciones se han centrado en capturar volúmenes mayores de operaciones de transbordo y ofrecer, además de los servicios portuarios tradicionales, servicios logísticos de valor agregado que apoyen a los diversos operadores del comercio y transporte internacionales.  La aplicación del régimen tributario especial para el tratamiento de las mercancías (Ley de Puertos) en el Puerto de Montevideo desde 1992 y, subsecuentemente en otros puertos, parece haber contribuido hacia el logro de esos objetivos.  En efecto, se ha observado que una de las principales razones del sustancial incremento del tráfico en el Puerto de Montevideo en la última década ha sido el contar con el régimen especial mencionado.

165. Si bien el Puerto de Montevideo se ha beneficiado de su posición geográfica, de las facilidades previstas en la Ley de Puertos y de las importantes inversiones realizadas en años recientes, el incremento esperado en el tráfico de la cuenca del Río de la Plata en los próximos años requiere la realización de mejoras y la ampliación de la infraestructura del puerto, principalmente en términos de accesibilidad marítima.
  En 2010, el BID aprobó un préstamo de 20 millones de dólares EE.UU. para contribuir a mejorar la infraestructura del Puerto de Montevideo.

vi) Turismo

a) Características generales

166. El turismo es un sector importante de la economía y el comercio exterior del Uruguay. Se estima que la actividad representa alrededor del 7 por ciento del PIB y del 8 por ciento del empleo total.
  La industria turística del Uruguay ha tenido un fuerte crecimiento en los últimos años y, no obstante el impacto de la reciente crisis económica mundial, continuó creciendo en 2009 y 2010, al punto de convertirse en el principal rubro exportador del país, desplazando a las exportaciones de carne que tradicionalmente encabezaban las ventas al exterior.  

167. En 2010, los ingresos brutos provenientes del turismo (viajes) ascendieron a 1.496 millones de dólares EE.UU., equivalente a un 14 por ciento de las exportaciones totales de bienes y servicios y a un 3,72 por ciento del PIB.
  Por su parte, los egresos por turismo fueron de 419 millones de dólares EE.UU. en 2010.  A lo largo del período examinado (2005-2010), el Uruguay mantuvo un saldo comercial positivo en el sector del turismo, observándose un incremento de 2,5 veces en los ingresos brutos provenientes del turismo en el mismo período (cuadro I.6).
168. En 2010, ingresaron al Uruguay 2,4 millones de visitantes (comparado con 1,92 millones en 2005).  En los últimos años se ha advertido una cierta tendencia a la diversificación del origen del turismo receptivo, con un aumento en la proporción de visitantes brasileños y de la zona extra MERCOSUR.  En 2010, se observó la siguiente distribución de turistas por nacionalidad:  52,4 por ciento (Argentina), 15,7 por ciento (Brasil), 14,7 por ciento (uruguayos residentes en otros países), 10,3 por ciento (resto de América), 6,1 por ciento (Europa) y 0,9 por ciento (otros países).  En términos de los destinos turísticos, Punta del Este y Montevideo siguieron captando la mayor parte de los visitantes con el 46 por ciento y el 33 por ciento, respectivamente.
 

169. Si bien el turismo en el Uruguay sigue estando estrechamente vinculado a la llegada de visitantes a los destinos de playa en la temporada estival, esta situación ha comenzado a cambiar al ampliarse gradualmente la oferta turística para incluir otras modalidades como el turismo rural, el turismo termal, los circuitos turísticos, el turismo de cruceros y el turismo de reuniones y convenciones, entre otros.  En particular, el turismo de cruceros ha conocido una expansión en años recientes.  En la temporada 2010-2011, llegaron al Uruguay 171 cruceros y desembarcaron 278.627 visitantes, que generaron un gasto de 13,3 millones de dólares EE.UU.
  

170. El crecimiento del turismo se ha visto favorecido por las importantes inversiones en infraestructura en puertos y aeropuertos que se han realizado en los últimos años, así como por el incremento en el número de conexiones aéreas y las frecuencias.  También se ha mejorado y ampliado la oferta hotelera, en la que participan grandes grupos hoteleros internacionales.

b) Marco normativo

171.  El Ministerio de Turismo y Deporte es responsable de formular e instrumentar la política del sector turismo.  Su cometido es orientar, estimular, promover, reglamentar, investigar y controlar el turismo y las actividades y servicios directamente relacionados con el turismo.

172.  El Decreto-Ley No 14.355, de 23 de diciembre de 1974, contiene disposiciones generales sobre la actividad turística y constituye la base para su reglamentación; actualmente se encuentra en revisión.  Además existen decretos que regulan de manera específica el registro de los operadores turísticos en las diferentes actividades que componen el sector del turismo, tales como hoteles, albergues, agencias de viajes, guías, camping organizado, inmobiliarias, arrendadoras de vehículos, etc.

173. La actividad hotelera se rige por la Ley No 13.659, de 2 de junio de 1968, modificada por la Ley N° 17.296, de 21 de febrero de 2001 (Artículos 235 a 238) y el Decreto No 210/001, de 6 de junio de 2001.  Conforme a dicha normativa, para poder comenzar a funcionar todos los hoteles, hosterías, moteles, apart hoteles y establecimientos afines deben estar autorizados e inscritos por el Ministerio de Turismo y Deporte, previa obtención de una habilitación municipal.  Los requisitos para la inscripción se enumeran en el Decreto No 210/001.

174. El Decreto No 3/997, de 3 de enero de 1997, establece la normativa en materia de agencias de viajes, definiendo los diferentes tipos de agencias y operadores y los requisitos que cada uno debe cumplir.  Todas las agencias de viajes, para ejercer sus actividades, deben inscribirse previamente en el Registro de Operadores Turísticos que lleva el Ministerio de Turismo y Deporte.  Todos los tipos de agencias de viajes y turismo deben tener su domicilio en el Uruguay.  Las agencias de viajes extranjeras pueden prestar servicios en el Uruguay siempre que cumplan con la normativa vigente y establezcan su domicilio en el país.   

175. Existe además la obligatoriedad de registrarse para otros tipos de operadores que desarrollan actividades relacionadas con el sector turismo, tales como los operadores inmobiliarios, las arrendadoras de autos, los campings, los guías turísticos, los operadores de turismo de aventura, de servicios turísticos rurales y de establecimientos enológicos.
  No se aplican diferencias en el trato entre operadores turísticos nacionales y extranjeros.

176. Reconociendo la importancia estratégica del turismo en la economía nacional, el Gobierno ha apoyado activamente el desarrollo de esta actividad, mediante una serie de medidas, planes e incentivos fiscales y financieros.  En junio de 2009, se aprobó el primer Plan Nacional de Turismo Sostenible 2009-2020, que contó con la participación de todos los actores involucrados en la industria turística y con el apoyo del BID.  El Plan establece cinco líneas de acción estratégicas para el turismo uruguayo en la próxima década, a saber:  i) desarrollar un modelo turístico sostenible en términos económicos, ambientales y socioculturales;  ii) promover la innovación, la calidad y la competitividad a través de proyectos asociativos y de la gradual diversificación de la oferta turística;  iii) incrementar las capacidades, la calidad del empleo y el compromiso de los actores del sistema turístico;  iv) desarrollo del marketing y promoción para ampliar y fidelizar la demanda;  y v) hacer del turismo una herramienta para la integración social, territorial y política.  Estas líneas de acción se complementan con planes específicos de Marketing Estratégico y Operativo, Turismo Náutico Fluvial, Reingeniería de Gestión Termal y el Plan Estratégico de Ciencia, Tecnología e Innovación.  

177. Asimismo, el Gobierno ha promovido la formación o desarrollo de conglomerados turísticos (clusters) en las zonas turísticas más importantes del país, fomentando las sinergias y el incremento de la competitividad y basándose en diagnósticos y estudios particulares, en un marco de cooperación pública-privada.  El Gobierno también ha desarrollado la marca "Uruguay Natural" como signo de valor agregado de la oferta turística del país y al amparo de la misma ha organizado campañas para promover destinos turísticos, mejorar la calidad de los servicios y desarrollar nichos de mercado.
  En 2007, se declaró al turismo enológico de interés nacional (Ley No 18.088, de 5 de enero de 2007).  

178. El sector del turismo se beneficia de los incentivos previstos por la Ley de Promoción Industrial  (No 14.178, de 23 marzo de 1974) y la Ley de Inversiones (No 16.906, de 7 de enero de 1998).  Además, el sector goza de los beneficios tributarios específicos otorgados por el Decreto del Poder Ejecutivo No 175/003, de 7 de mayo de 2003 y sus modificaciones dadas por el Decreto No 350/004, de 29 de septiembre de 2004 (estos incentivos se describen en el capítulo III 4) iii)).  Para acceder a estos beneficios se debe presentar un proyecto de inversión declarado como promovido conforme a la Ley de Inversiones;  además, los beneficiarios potenciales deben solicitar su declaración como tales al Ministerio de Turismo.  En el año 2010, la participación de la inversión turística (sólo actividad hotelera) en el total de las inversiones amparadas por la Ley de Inversiones fue del 16,3 por ciento, superando ampliamente el porcentaje registrado en 2009 (5,18 por ciento).
  Los operadores extranjeros reciben trato nacional en el otorgamiento de incentivos.

179. Las actividades turísticas reciben apoyo financiero del BROU, que es el banco de desarrollo del país.  Desde 2007, el número de empresas vinculadas con el sector del turismo que han recibido financiamiento se ha prácticamente triplicado.  Entre las actividades que reciben apoyo financiero figuran la hotelería, los restaurantes, el transporte aéreo y terrestre y las agencias de viajes.  

180. En el marco del AGCS, el Uruguay asumió compromisos específicos en los sectores de hoteles y restaurantes;  servicios de agencias de viajes y organización de viajes en grupo;  y servicios de guías de turismo, que quedaron consolidados sin limitaciones para los modos de suministro 1, 2 y 3, en lo relativo al acceso al mercado y al trato nacional.
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� El INALE es administrado por un Consejo Ejecutivo que está integrado por un representante del Poder Ejecutivo, quien lo preside;  un representante de cada uno de los siguientes ministerios:  MGAP, MIEM, MEF y MRREE;  dos representantes de las gremiales de los productores remitentes de leche que pertenezcan a dos gremiales diferentes con proyección nacional;  dos representantes de las gremiales de la industria láctea;  y un representante de las gremiales de productores artesanales.


� La Comisión Sectorial de Arroz está integrada por el MGAP, el MIEM, el MTOP, el MEF, el MVOTMA, el MRREE, el BROU, la OPP, que la preside, un representante de la Asociación de Cultivadores de Arroz, un representante de la Gremial de Molinos Arroceros y un delegado del sector de los trabajadores.


� Hasta septiembre de 2011 la tasa del SUL era de 1,6 por ciento del componente lana sucia.  Las exportaciones de lana sucia estaban gravadas directamente con esa tasa, mientras que las exportaciones de tops y lana lavada debían convertirse en volumen equivalente lana sucia, al que se aplicaba un precio ficto según el tipo de lana (vellón, barriga, cordero).  A partir del 1° de septiembre de 2011 la tasa aplicable al componente de lana sucia pasó a ser de 2,5� por ciento.


� La opción de pagar el IMEBA en sustitución del IRAE la tienen sólo los contribuyentes que no obtengan ingresos superiores a 2 millones de unidades indexadas y que no sean sociedades por acciones ni exploten más de 1.250 hectáreas.


� Información en línea de la DINARA.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.dinara.gub.uy/web_dinara/" �http://www.dinara.gub.uy/web_dinara/� index.php? option=com_content&view=article&id=65&Itemid=86.


� Si se incluyen la construcción y el suministro de electricidad, gas y agua, la contribución de los servicios al PIB se eleva al 68.1 por ciento.


� Documento de la OMC GATS/SC/91, de 15 de abril de 1994.


� Documento de la OMC GATZ/SC/91/Suppl.1, de 26 de febrero de 1998.


� Estas normas se refieren a la libertad de radicación y transferencia de capital y a las garantías a los inversores contra los riesgos no comerciales.


� Documento de la OMC GATS/EL/91, de 15 de abril de 1994.


� El Protocolo fue ratificado por el Uruguay mediante la Ley No 17.855, de 20 de diciembre de 2004.


� URSEC con fuente de datos del BCU.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://bcu.gub.uy/Estdísticas-e-indicadores/Paginas/Presentacion%20Cuentas%20Nacionales.aspx" �http://bcu.gub.uy/Estdísticas-e-indicadores/Paginas/Presentacion%20Cuentas%20Nacionales.aspx� [septiembre de 2011].  


� La telefonía por IP (VoIP) es considerada como una tecnología dentro del servicio de telefonía y está sujeta a la normativa que aplica para los servicios de telefonía en los distintos segmentos del mercado.


� URSEC (2010). 


� Con anterioridad a 2001, los servicios de telefonía de larga distancia internacional eran prestados en forma exclusiva por ANTEL.


� En mayo de 2011 ANTEL comenzó una etapa de pruebas de tecnología 4G.  Información en línea de ANTEL.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.antel.com.uy" �http://www.antel.com.uy�.  


� URSEC (2010). 


� Los servicios de banda ancha se limitan a la tecnología XDSL y a las tecnologías inalámbricas.  No hay autorizaciones para brindar acceso de banda ancha a través de cable/modem.


� URSEC (2010). 


� Información proporcionada por las autoridades.


� Paul Budde Communication Pty Ltd. (2010).


� Información en línea de la DINATEL.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.miem.gub.uy/portal" �http://www.miem.gub.uy/portal�. [9 de junio de 2010].


� Artículos 418 y 422 de la Ley No 18.719, de 27 de diciembre de 2010, que agrega el artículo 94bis (sobre las competencias de la DINATEL) a la Ley No 17.296, de 21 de febrero de 2001.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://archivo.presidencia.gub.uy/sci/leyes/2010/12/cons_min_236_3.pdf" �http://archivo.presidencia.gub.uy/sci/leyes/2010/12/cons_min_236_3.pdf� [mayo 2011].


� Por telecomunicaciones se entiende toda transmisión o recepción de signos, señales, escritos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza, por hilo, radioelectricidad, medios ópticos y otros sistemas electromagnéticos. 


� Artículo 142 de la Ley No 18.719, de 27 de diciembre de 2010.


� Información en línea de la URSEC.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.ursec.gub.uy/scripts/templates/" �http://www.ursec.gub.uy/scripts/templates/� portada.asp?nota=Contenidos/Institucional/Mision/Mision&COLUMNAS=&ORDEN= [9 de junio de 2011].


� La normativa en materia de telecomunicaciones está disponible en el sitio Web de la URSEC en:  http://www.ursec.gub.uy/scripts/templates/portada.asp?nota=Contenidos/MarcoNormativo/Telecomunicaciones/&COLUMNAS=1&ORDEN=orden. 


� Decreto No 115/003, de 25 de marzo de 2003, modificado por el Decreto No 085/009, de 17 de febrero de 2009.  Este Reglamento rige la prestación de todos los servicios de telecomunicaciones, excepto la radiodifusión, que se rige por Reglamento sobre el Espectro Radioeléctrico (Decreto No 114/003, de 25 de marzo de 2003).


� Cuando las licencias se otorgan mediante procedimientos competitivos, los requisitos se establecen en el pliego de bases y condiciones respectivo.


� Artículos 192 a 198 de la Ley No 16.060, de 4 de septiembre de 1989. 


� En el caso de los servicios de radiodifusión que se rigen por otro reglamento (Decreto No 114/003, de 25 de marzo de 2003) las licencias sólo se autorizan a personas nacionales.


� Desde junio de 2007, las tarifas de ANTEL para las llamadas de larga distancia nacional son las mismas que las tarifas para las llamadas locales.  


� Decreto No 442/001, de 13 de noviembre de 2001, modificado por el Decreto No 393/002, de 16 de octubre de 2002.


� Las resoluciones figuran en el sitio Web de la URSEC en http://www.ursec.gub.uy. 


� Ley No 17.243, de 29 de julio de 2000 y Ley No 18.159, de 20 de julio de 2007.


� Las resoluciones figuran en el sitio Web de la URSEC en http://www.ursec.gub.uy. 


� ANTEL (2009).


� Información proporcionada por las autoridades.


� Información en línea del INE.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.ine.gub.uy/encuestas%20fializadas/" �http://www.ine.gub.uy/encuestas%20fializadas/� tics2011/ NotaPrensa%20EUTIC.pdf.


� BCU (2010b).


� Los dos bancos públicos son el BROU y el BHU.


� La RPN de cada banco y del sistema en su conjunto corresponde al patrimonio computable a los efectos del cumplimiento de las exigencias de capital mínimo, y está compuesta por el patrimonio contable más la deuda subordinada.


� BCU (2010b).


� Documento de la OMC WT/TPR/S/163/Rev.1, de 23 de agosto de 2006.


� BCU (2010b).


� FMI (2011).


� BCU (2010b). 


� BCU (2010b).


� BCU (2010b), y AMP & Associates, Financial Advisory Services (2011). 


� La Ley No 17.513, de 30 de junio de 2002 autorizó al Poder Ejecutivo a capitalizar al BHU, hasta por 550 millones de dólares EE.UU., por la vía de la subrogación de su deuda con el BCU.  La Ley No 17.596, de 13 de diciembre de 2002 redefinió las funciones del BHU, dispuso que sólo pudiera captar depósitos del público mediante el sistema del ahorro previo y fijó un límite a las operaciones de crédito hipotecario de riesgo directo y contingente del BHU.  Documento de la OMC WT/TPR/S/163/Rev.1, de 23 de agosto de 2006.


� BCU (2010b). 


� Ley No 16.696, de 30 de marzo de 1995, con las modificaciones introducidas por las leyes Nos 18.401, de 24 de octubre de 2008, No 18.643, de 9 de febrero de 2010 y No 18.670, de 20 de julio de 2010.


� La SSF fusiona las actividades que antes desempeñaban la Superintendencia de Instituciones de Intermediación Financiera (SIIF), la Superintendencia de Seguros y Reaseguros (SSR) y la División de Mercado de Valores y Control de Administradoras de Fondos del Ahorro Previsional (DMCVA).


� Las empresas financieras se definen como aquellas que, sin ser instituciones de intermediación financiera, prestan servicios de cambio, transferencias de fondos, pagos, cobranzas, alquiler de cofres de seguridad, créditos y otros de similar naturaleza. 


� La Superintendencia de Protección al Ahorro Bancario y el Fondo de Garantía de Depósitos fueron creados por la Ley No 17.613, de 27 de diciembre de 2002.  Véase el documento de la OMC WT/TPR/S/163/Rev.1, de 23 de agosto de 2006.


� Artículo 6 del Decreto-Ley No 15.322.


� Decreto No 540/90, de 30 de noviembre de 1990, Decreto No 266/91, de 22 de mayo de 1991 y Decreto No 189/994, de 3 de mayo de 1994. 


� Para mayores detalles, consúltese el portal de Internet de la COPAB en:  http://www.copab.org.uy.


� El requerimiento de capital por activos y contingencias es equivalente al 4 por ciento de los activos y contingencias sin ponderar.


� El requerimiento de capital por riesgo de crédito es equivalente al 8 por ciento de los activos y contingencias deudoras ponderados por riesgo de crédito.


� El requerimiento por riesgo de mercado se compone de un requerimiento por riesgo de tipo de cambio y un requerimiento por riesgo de tipo de interés.


� Información en línea del BCU.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bcu.gub.uy/Servicios-Financieros-SSf/paginas/Hoja-de-Ruta-Basilea.aspx [27" �http://www.bcu.gub.uy/Servicios-Financieros-SSf/paginas/Hoja-de-Ruta-Basilea.aspx [27� de julio 2011].


� BCU (2010b).


� Documento de la OMC GATS/SC/91/Suppl.1, de 26 de febrero de 1998.
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